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A los afectados y maltradados por el ruido con esacasa esperanza en una tutela

administrativa y/o judicial eficaz y «competente»





Prólogo 



Con verdadera alegría prologo esta singular obra de mi admirado amigo el abogado y antiguo profesor de Derecho Civil Joaquín HERRERA DEL REY, flamante Doctor en Derecho tras la lectura pública de su tesis, por mí dirigida, titulada «La protección jurídico-privada contra el ruido», distinguida con la máxima calificación, estudio que viene a ser el origen del libro que el lector tiene en sus manos. Conozco a Joaquín Herrera desde hace años como profesor del Departamento que ahora dirijo, distinguiéndose por su eficacia en labores docentes y de gestión, así como por su condición de investigador, debiendo mencionarse algunos artículos publicados en revistas jurídicas y su monografía «La falta de amor, ¿causa de separación matrimonial? (Guía práctica y jurisprudencial)», cuyo origen había sido su tesina de investigación y que suscitaba importantes problemas nacidos de las deficiencias del régimen de separación y divorcio promulgado en 1981 y ya hoy sustituido, en parte gracias a obras como ésa. Pero lo más importante de Joaquín es su faceta humana y su tesón como abogado, un abogado dedicado a buenas y variadas causas, pero casi obsesivamente a una: los daños que padecen las personas -físicas, no jurídicas- a causa del ruido. A ello ha dedicado quizá el 90% de sus actividades forenses y, como era previsible, cuando conversábamos sobre el tema de la tesis doctoral, no fue una sorpresa que escogiera precisamente ése. Y en él penetró, como Prometeo y Don Quijote juntos, combatiendo contra dioses y molinos de viento.

Este libro, como he dicho, tiene un origen académico, pero su último destinatario es la calle y, para llegar con provecho a ella, el foro. Es la obra de una persona que pretende, por motivos morales caracterizados por un imponente sentido de la solidaridad, utilizar el Derecho para servir al hombre y a la mujer de la calle con la finalidad de que puedan tener sosiego y felicidad en su casa, es decir, Joaquín pretende ser el «ingeniero social» del que hablaba LUNDSTEDT. Y acude al Ordenamiento jurídico, primero en su despacho, luego en la prensa diaria y en pequeños trabajos jurídicos y en conferencias o charlas... y, por último, en este estremecedor libro, en el que se examinan las normas jurídico-privadas y jurídico-públicas: la conclusión es, en general, desoladora; en efecto, el Derecho público o no se refiere al tema o no se aplica; y el Derecho privado sirve muy poco y hay que forzarlo. Joaquín HERRERA acude a diversos instrumentos dentro y fuera del Código Civil: acción negatoria, relaciones de vecindad, propiedad horizontal, responsabilidad extracontractual, derechos de la personalidad, abuso de derecho, etc., apoyándose a veces en una difusa y oscilante jurisprudencia, a veces en interpretaciones doctrinales ingeniosas; con frecuencia irrumpe en la doctrina de Tribunales internacionales ante la inoperatividad de los españoles. Y, cuando llega al Derecho público, la situación es igualmente peliaguda, pues la reciente legislación destinada teóricamente al ruido no afecta al 95% de lo que el hombre medio entiende por ruido lesivo para su vida; por añadidura, los Ayuntamientos, teóricas instancias competentes para atender el problema, se caracterizan en la vida real por ignorarlo sistemáticamente, concediendo licencias con jovial alegría y abandonando a su suerte a las atormentadas víctimas de estruendo y gamberrismo urbano. Los controles administrativamente previstos, en particular las mediciones del sonido, se revelan casi completamente inútiles para las víctimas reales, dados su coste y su complejidad técnica. Y, por si algo faltaba, el régimen procesal de las costas disuade contundentemente al iluso que se decide a litigar.

¿Qué resulta de todo ello? Algo deprimente para el Estado de Derecho: la gente, si no puede vender su inhabitable vivienda, decide, por ejemplo, prescindir del Ordenamiento jurídico y, utilizando una expresión popular, tomarse la justicia por su mano, que es exactamente lo último que debe suceder en un Estado de Derecho, dado que implica la ausencia de Estado. Por eso, este libro es más que un libro de Derecho, pues, partiendo de la sistematización de las posibles soluciones jurídicas, irrumpe necesaria y encomiablemente en el campo sociológico de la aplicación de las Leyes y desemboca en uno de los problemas acuciantes del mundo de hoy: la gente paga impuestos, entre otras cosas para no tener que vivir como el personaje de Gary Cooper en «High noon», que en España se conoció como «Solo ante el peligro»; el lector perspicaz adivinará que lo que sugiero es mucho más de lo que explícitamente digo; si en las dictaduras los desgraciados súbditos deben combatir al Estado gángster y verdugo, en las democracias debe obtenerse el efecto de que, no existiendo un Estado como aquél, exista más Estado para impedir que el dictador sea el asesino o sencillamente el vándalo, incluyendo dentro de este concepto también al selecto y sutil empresario que percibe cuantiosos dividendos despreciando a los humildes propietarios o arrendatarios colindantes de sus estruendosas fábricas o de sus animadas discotecas.

Joaquín HERRERA, código en ristre, combate a esos gigantes que tristemente son tales, y no molinos de viento. Le deseo suerte y a usted, lector, le felicito por comenzar la lectura de una obra interesante.

Sevilla, octubre de 2008

Luis Humberto CLAVERÍA GOSÁLBEZ

Catedrático de Derecho Civil Universidad de Sevilla






Preámbulo 



La presente investigación tiene como objetivo la detección de un arsenal de medidas jurídicas encaminadas a proteger a los particulares de las agresiones acústicas, amenaza reputada hasta hace pocos años como un leve perjuicio encasillado en lo que tradicionalmente se denominó «molestia» y que hoy, a causa de las transformaciones industriales, urbanísticas tecnológicas y de la falta de la debida reconversión del ocio y de la hostelería, ha devenido un atentado masivo contra la salud física y psíquica de capas enteras de las poblaciones de las ciudades, atentado con repercusiones indirectas alarmantes en la producción, en el orden público y, en general, en la vida ordinaria urbana e incluso rústica.

Lo curioso es que el Derecho (internacional, comunitario, español, andaluz, etc.) atiende teóricamente el problema, pero se impone un estudio académico sobre dicha regulación por varias razones: primera, para conocerla sistemática y ordenadamente; segunda, para indagar su suficiencia a la vista de las nuevas modalidades de inmisión nacidas de la nueva configuración urbana y de las innovaciones industriales; tercera, para indagar las posibilidades de su aplicación procesal y procedimental, pues tal Derecho podría ser sustantivamente suficiente pero no serlo realmente por el modo de operar de las normas relativas a la aplicación de la Ley; y cuarta, para proponer, en su caso, vías de solución a las insuficiencias presentes: pensamos, en efecto, que la llamada «política legislativa» es labor irrenunciable del estudioso del Derecho positivo, que no debe limitarse a las tradicionales labores exegética, conceptualizadora y sistemática, máxime en un tema tan doloroso como éste y en el que, como se verá, se involucran tantos y tan considerables intereses contrapuestos. Precisamente las insuficiencias de las normas vigentes y su carácter con frecuencia parcial y fragmentario nos obligan a interpretaciones extensivas, a analogías y a invocaciones de preceptos que reputaríamos a veces forzadas con arreglo a criterios puramente formalistas; otras veces son los mismos Tribunales los que extienden generosamente el ámbito literal de algunas Leyes para dar cabida a los intereses cuya satisfacción abordamos en las siguientes páginas. Con frecuencia el lector se sorprenderá de la tal vez excesivamente abundante cita de sentencias de los más diversos Tribunales: de ello cabe comentar que el autor de esta investigación, Abogado de profesión, ha vivido en gran medida los problemas del ruido desde la realidad misma, percibiendo el Derecho, como se dice de los Ordenamientos anglosajones, desde los intersticios del procedimiento, considerando, como cada vez más claramente se percibe, que, además de estudiar y explicar la Ley, es necesario que el investigador académico explique la Ley en las sentencias o las sentencias cuando apliquen la Ley, en cuanto que el Derecho, más que un corpus estático que está objetivamente ahí, delante de nosotros, se nos presenta como un mecanismo al servicio de la sociedad, mecanismo que debemos engrasar y revisar. Por ello podríamos decir que el objetivo nuclear real del presente estudio viene a ser la doctrina de los juzgado-res de la jurisdicción ordinaria ante las demandas de protección que los particulares formulan cuando son agredidos por las inmisiones acústicas, lo que implica obviamente tener presente el Derecho aplicable, ya sea privado ya sea público, así como el comportamiento de la Administración, especialmente la municipal, muy lejana de hecho de las inquietudes de los ciudadanos en este campo.

Y sin más preámbulos, pasemos al contenido de nuestra investigación.






Introducción 



Dante ALIGHIERI  (1)  describió el ruido como un invento del demonio, que sometía a algunos de los condenados al infierno, a la intensa tortura, que suponía sufrirlo sin descanso.

En la ciudad griega de Síbaris, en el siglo VI antes de Cristo, estaba prohibido cuidar gallos que perturbaran el descanso nocturno de los ciudadanos y también los artesanos que ejercían oficios especialmente ruidosos debían trabajar fuera de la ciudad. Julio César prohibió la circulación de carruajes en Roma a determinadas horas del día para anular las molestias que causaba el ruido que producía su tránsito por las calzadas empedradas. Lucio Anneo SÉNECA  (2)  (Siglo I) recoge el sentir de la ciudad de Roma, oponiendo la tranquilidad con la que algunos pueden «entregarse al sueño y a la dulce vagancia, que no viene a interrumpirte la más leve voz humana», mientras que «a mí gozar de sueño no dejan las risotadas de la turba transeúnte, y toda Roma se halla próxima a mi cabecera».

El problema del ruido (del latín rugitus, rugido) viene de antiguo. Véase, si no, el epigrama de Marco VALERIO MARCIAL  (3) , nacido en Bilbilis (Calatayud) alrededor de año 40 y muerto en su ciudad natal en el 104 después de haber pasado la mayor parte de su vida en Roma, ciudad que, por lo que se ve, no era un prodigio de sosiego.

SCHOPENHAUER solía decir, coloquialmente, que el nivel de inteligencia de un individuo es inversamente proporcional al ruido que soporta. En ARISTÓTELES, por ejemplo, el ideal de la felicidad estaba en la vida contemplativa del que con paz y tranquilidad puede meditar, y la tradición de las filosofías orientales ha hecho del silencio condición indispensable para la riqueza de la vida interior.

En el presente trabajo nos proponemos analizar de manera preferentemente inductiva los problemas jurídicos de inmisiones en los particulares.

Se pretende conceptuar el sonido y el ruido indicando sus efectos nocivos, desarrollando los problemas que generan y las soluciones que presenta el Derecho vigente; para ver si son eficaces y qué remedios alternativos deberían proponerse para que lo fueran.

En la normativa española no se encuentra una definición legal de inmisión, ni siquiera aparece mencionada en el Código Civil. Los únicos preceptos de este cuerpo legal que de manera indirecta se refieren a las inmisiones, bien de forma preventiva, bien para reparar los daños causados, son el art. 590 y el art. 1908. El primero de ellos, enmarcado en las servidumbres legales, aunque no se refiere a ellas, hace referencia a una limitación legal del derecho de propiedad. El art. 1908, párrafos 2.º y 4.º, que regula la responsabilidad extracontractual civil, no se refiere a las relaciones de vecindad.

Ninguna de dichas normas contiene la palabra «ruido», pero una aplicación analógica y conforme a la realidad social puede hacerlas extensivas al mismo, así como a las vibraciones, como rotundamente admite nuestra jurisprudencia.

El Código Civil español, a diferencia de la mayoría de los Códigos europeos (portugués, italiano, suizo, alemán, etc.) y de algunas normas forales (Ley 367 de la Compilación de Navarra o legislación de Cataluña), no contiene, fuera de los artículos relacionados, arts. 590 y 1908 y de los Reglamentos que los complementan, normas generales definitorias del sonido y del ruido, ni de los límites que se imponen al ejercicio de los derechos de vecindad, ni de las consecuencias civiles para el caso de contravención. Ello no ha impedido, sin embargo, a la doctrina legal y científica la permanente conceptuación y prohibición de los llamados actos de inmisión perjudiciales o nocivos; entendiendo por tales, toda injerencia en la esfera jurídica ajena mediante la propagación de sustancias nocivas o perturbadoras que, consecuencia de actividades que tienen lugar en fundo propio, repercuten negativamente en el ajeno de forma que lesionan en grado no tolerable por el hombre normal el disfrute de sus derechos personales y patrimoniales.

Además, si atendemos al propio tenor literal de los preceptos citados, parecería que en ellos no se incluyen las perturbaciones motivadas por el ruido, mas es criterio generalizado que la expresión «humo», contenida en la dicción legal, como ya hemos indicado, debe extenderse a otras inmisiones, como olores, ruidos, sustancias tóxicas, etc., por aplicación analógica del art. 4.1 del Código Civil; prueba evidente de la relevancia, y de la importancia que hoy día tiene esta cuestión, esto es el problema de la contaminación acústica, es que ha llevado al propio Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante TEDH) en las Sentencias de 21 de febrero de 1990 y 9 de diciembre de 1994, a considerar que esta problemática exige su valoración desde la protección que merecen los derechos y garantías relativos a la intimidad y a la protección del domicilio, pudiendo tal vez por ello incardinarse respecto del Derecho Español en la intimidad familiar que trata de proteger el art. 7 de la LO 1/1982 de 5 de mayo, o en la propia salud de los afectados, atentando contra su vida privada y familiar.

Por ello es necesario mantener una interpretación amplia del art. 18 de la CE, que comprenda el derecho a no padecer inmisiones que por su intensidad y gravedad no sólo perturban, sino que llegan a imposibilitar la vida personal y familiar en el domicilio. Es desde esta perspectiva desde la que se contempla la limitación de ruidos o se impone para la construcción de edificios un adecuado aislamiento acústico en el art. 3.1 c 2.º de la Ley de Ordenación de la Edificación de 5 de noviembre de 1999. Asimismo, se acude por la doctrina, como fundamento legal para amparar la solución al conflicto planteado, a la teoría del abuso del derecho (art. 7.2 CC), ya que suele acontecer que en toda relación de vecindad afectada por inmisiones que excedan del límite normal de tolerancia se esconde un manifiesto abuso de derecho. Incluso podríamos plantearnos la aplicación analógica del art. 7 de la Ley de Propiedad Horizontal fuera del propio ámbito de la Ley de Propiedad Horizontal (Acción de cesación).

Lo importante es comprobar que el Ordenamiento jurídico prohíbe todo lo que entrañe molestia grave, sin necesidad de sujetarse a los límites de reglamentos de índole estrictamente administrativa y destinados a marcar las pautas de la actuación de los organismos públicos. Lo que se reconoce al ciudadano es el derecho a vivir sin ser perturbado por la acción de otros, no simplemente a exigirles el cumplimiento estricto de las disposiciones reglamentarias.

En algunas ocasiones el propio Tribunal Supremo, al plantearse la virtualidad de la acción de responsabilidad extracontractual del art. 1902 del CC, como reparadora de las consecuencias derivadas de un supuesto de perturbación por inmisiones por ruidos, ha declarado, en SSTS de 16 de enero de 1989 y 24 de mayo de 1993, que el cumplimiento y la observancia de las normas administrativas no colocan al obligado al abrigo de la correspondiente acción civil de los perjudicados, y que los Reglamentos no alteran la responsabilidad de quienes los cumplen, cuando las medidas de seguridad y garantía se muestran insuficientes en realidad para evitar eventos lesivos, doctrina que cabe enlazar con la ya conocida y reiterada jurisprudencia que, al interpretar y aplicar el art. 1902, ha declarado que, si bien no cabe prescindir del aspecto subjetivo de la culpa, ha de tenderse a una apreciación más objetiva de la responsabilidad extracontractual, bien acudiendo al principio de la inversión de la carga de la prueba o a la teoría del riesgo, o bien mediante la acentuación de la diligencia exigible, de modo que no basta la observancia de las prevenciones y cuidados reglamentarios, sino todo lo que la prudencia imponga para prevenir el evento dañoso, debiendo imponerse a cargo de quien obtiene el provecho la indemnización del quebranto sufrido por tercero, a modo de contrapartida del lucro obtenido con la actividad molesta.

Reparación del daño que, si se acredita, no sólo se palia con la determinación de la indemnización correspondiente, sino que exige también la adopción de las medidas correspondientes para que la perturbación no perdure.

Por lo que respecta a los ruidos en general, conviene recordar, como destaca la STC 16/2004, de 23 de febrero, siguiendo el criterio ya sentado en la STC 119/2001, de 24 de mayo, que:

«El ruido puede llegar a representar un factor psicopatógeno destacado en el seno de nuestra sociedad y una fuente permanente de perturbación de la calidad de vida de los ciudadanos. Así lo acreditan, en particular, las directrices marcadas por la Organización Mundial de la Salud sobre el ruido ambiental, cuyo valor como referencia científica no es preciso resaltar. En ellas se ponen de manifiesto las consecuencias que la exposición prolongada a un nivel elevado de ruidos tienen sobre la salud de las personas (como por ejemplo deficiencias auditivas, apariciones de dificultades de comprensión oral, perturbación del sueño, neurosis, hipertensión e isquemia), así como sobre su conducta social (en particular, reducción de los comportamientos solidarios e incremento de las tendencias agresivas).»


Esta nueva sensibilidad frente al ruido como elemento psicopatógeno medioambiental permite al ciudadano disponer de una mejor capacidad de defensa en todos los órdenes jurisdiccionales, frente a la agresión acústica.

Determinante en este sentido fue la conocida STEDH de 9 de diciembre de 1994, caso López Ostra contra el reino de España, que ya consideró responsables a las autoridades españolas, en concreto al Ayuntamiento de Lorca (Murcia), de violar el art. 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos -que establece el derecho al respeto a la vida privada y familiar y al domicilio sin que ningún poder público pueda interferir en su ejercicio- al no ejercitar los poderes de control conferidos por la legislación vigente en la instalación de una planta de tratamiento de residuos sólidos y líquidos a escasos metros del domicilio del denunciante. Doctrina que debió ser asumida por los Tribunales españoles en aplicación de lo establecido en el art. 10.2 CE, y a cuyo amparo vienen restableciendo los derechos vulnerados, incluso declarando la responsabilidad patrimonial de los Ayuntamientos por funcionamiento anormal, condenándoles a la indemnización correspondiente (STS 10 de abril de 2003).

Asimismo, cuando se produzca la intromisión acústica se da entrada a la posible vulneración del derecho a la integridad física y moral, al afirmar que «habremos de convenir en que, cuando la exposición continuada a unos niveles intensos de ruido ponga en grave peligro la salud de las personas, esta situación podrá implicar una vulneración del derecho a la integridad física y moral» (art. 15 CE). En efecto, si bien es cierto que no todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica una vulneración del art. 15 CE, sin embargo cuando los niveles de saturación acústica que deba soportar una persona, a consecuencia de una acción u omisión de los poderes públicos, rebasen el umbral a partir del cual se ponga en peligro grave e inmediato la salud, podrá quedar afectado el derecho garantizado en el art. 15 CE.

Además del asunto López Ostra contra España, otros ejemplos semejantes se contemplan en la STEDH de 21 de febrero de 1990, caso Powell y Rayner contra Reino Unido, STEDH 19 de febrero de 1998, caso Guerra y otros contra Italia o, más recientemente en la STEDH de 2 octubre de 2001, en el asunto Hatton y otros contra Reino Unido, o en la Sentencia de 16 de noviembre de 2004 Moreno Gómez c. España, ruidos consentidos por Ayuntamiento de Valencia (violación del art. 8 del Convenio).
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Ruido desde el punto de vista semántico 



El sonido es la sensación producida en el órgano del oído por el movimiento vibratorio de los cuerpos, transmitido por un medio elástico, como el aire. Mediante esta sensación recibimos (nosotros y todos los animales) mensajes procedentes de emisores sonoros situados en el medio que nos rodea. Emisores que pueden ser útiles o perjudiciales, amigables u hostiles (1) . Los emisores positivos más relevantes son nuestros congéneres. El sonido por ellos emitido, la voz humana, es el transmisor del lenguaje articulado, propio de nuestra especie. Se puede decir que la lengua es sólo la mitad del órgano del lenguaje, siendo la otra mitad el oído. Por ello, todo lo que perturbe la comunicación o que suponga en sí mismo una comunicación negativa se percibirá como un hecho negativo, perturbador  (2) .

De ahí el concepto de ruido como sonido no deseado o nocivo (3) :

«El ruido por tanto es un sonido. Pero es un sonido que no se desea, por ser perturbador, dañino o molesto.»


«No deseado» o «nocivo»: examinemos ambos casos.

«No deseado» es un concepto subjetivo y, como tal, variable (no existe nada más subjetivo que un deseo) no sólo de una persona a otra sino, y quizá principalmente, también de una a otra situación del mismo sujeto. El sujeto no lo desea porque perturba su actividad: interferencia en la comunicación, dificultad de concentrarse en la tarea, sobresalto por la percepción súbita de un peligro potencial, dificultad para conciliar el sueño o falta de calidad del mismo por repetidas señales de alerta o alarma, etc., son todas ellas formas en las que se manifiesta un mismo fenómeno. Y el sistema nervioso responde a todas ellas de maneras similares, principalmente activando la secreción de hormonas productoras de estrés. Y la repetición habitual de esta cadena de reacciones lleva a los otros efectos normalmente citados del ruido: trastornos psicofísicos, afecciones cardiovasculares, conductas agresivas, disminución de la productividad, etc.

Los últimos efectos citados entran ya en lo que normalmente se califica como «nocivo para la salud de forma objetiva». Hemos, pues, pasado de un concepto al otro por una cadena de causas y efectos. Lo subjetivo se ha transformado en objetivo, lo «no deseado» en «nocivo».

Se intenta de alguna manera objetivar lo subjetivo, lo cual resulta tan difícil como hacer un cuadrado de un círculo.

Hay, sin embargo, un efecto nocivo al que podríamos llamar «directo»: la pérdida de oído (hipoacusia) se produce por un efecto mecánico en el que interviene la intensidad del sonido y el tiempo durante el que se está sometido a él, con independencia del placer o desagrado que se esté experimentando  (4) . Propiamente es un efecto del sonido excesivo, no del ruido.

Son interesantes las propias definiciones que realiza la Real Academia de la Lengua entre sonido y ruido  (5) :

Sonido:

(Del lat. sonitus, por analogía prosódica con ruido, chirrido, rugido, etc.).

1. m. Sensación producida en el órgano del oído por el movimiento vibratorio de los cuerpos, transmitido por un medio elástico, como el aire.

2. m. Significación y valor literal que tienen en sí las palabras. Estar al sonido de las palabras.

3. m. Noticia, fama.

4. m. Fís. Vibración mecánica transmitida por un medio elástico.

5. m. Fon. Realización oral de un fonema, constituida por rasgos pertinentes y no pertinentes.

Ruido.

(Del lat. rugitus).

1. m. Sonido inarticulado, por lo general desagradable.

2. m. Litigio, pendencia, pleito, alboroto o discordia.

3. m. Apariencia grande en las cosas que no tienen gran importancia.

4. m. Repercusión pública de algún hecho. Sus declaraciones han producido mucho ruido.

5. m. Ling. En semiología, interferencia que afecta a un proceso de comunicación.

6. m. Germ. Hombre que hace tráfico de mujeres públicas.

Es decir, mientras que el sonido es una sensación o una vibración física (algo objetivo, físico), el ruido es una sensación, pero desagradable (y lo agradable o desagradable es subjetivo), molesta, inarticulada. Incluso en su segunda acepción equivale a pleito o pendencia.

Nosotros queremos resaltar las indudables repercusiones que va a tener el hecho de considerar el ruido como un concepto físico y objetivo olvidando su carácter semántico subjetivo y de afectación a las personas y sus derechos.

Otra diferencia que nos parece importante es la de sonidos naturales y artificiales, siendo los segundos normalmente más molestos y continuos que los primeros.






	 (1) 

	Precisamente la palabra ruido procede de rugitus, el rugido de un depredador.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Confluyendo así con el concepto habitual de ruido en comunicaciones, como cuando se habla de «ratio de señal a ruido».


	 Ver Texto 




	 (3) 

	
En ocasiones se añade «desagradable» (lo que antes de ocurrir es «no deseado», una vez ocurrido es «desagradable», y en otras «perturbador» (la razón para no desearlo).

Hay acuerdo universal sobre estos aspectos. Sin embargo, en la normativa española se produce una deriva semántica: donde la Directiva 2002/49/CE, de acuerdo con este uso universal, dice (art. 3 a) «no deseado» (unwanted), en la normativa española parece como si se quisiese huir de lo subjetivo y hacer hincapié en presuntas propiedades intrínsecas del sonido que lo hiciesen «no deseable».

Y como si lo subjetivo no tuviese valor, cuando de lo que se trata es de proteger precisamente a sujetos.



	 Ver Texto 




	 (4) 

	Se pierde oído igualmente en una discoteca como en un taller mecánico.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Diccionario de la lengua española, Vigésima segunda edición, http://www.rae.es/rae.html


	 Ver Texto 








Ruido desde el punto de vista físico 



Son numerosas las definiciones del ruido que podemos encontrar en la literatura especializada, unas más técnicas, otras más jurídicas y otras más de carácter social.

Pero el ruido no sería considerado como tal si, como señala DOMÍNGUEZ ORTEGA  (1) , no produjese un rechazo y efectos no deseados para el que lo sufre. En este sentido hay que entender la definición de LAMARQUE  (2) , que lo entiende como «sonido o conjunto de sonidos desagradables o molestos», o de SANZ SA  (3)  que considera que se trata de «un sonido molesto e intempestivo que puede producir efectos fisiológicos y psicológicos no deseados en una persona o un grupo»; o de LÓPEZ BARRIO  (4)  que entiende que lo característico del ruido es «toda energía acústica susceptible de alterar el bienestar fisiológico» o, en cualquier caso, lo esencial de cualquier definición es que se trata de uno o diversos sonidos molestos que pueden producir efectos fisiológicos, psicológicos y sociales no deseados. El ruido es, pues, algo físico, que está ahí y tiene unas fuerzas que lo producen y, al mismo tiempo, es un fenómeno subjetivo que genera sensaciones de rechazo en un oyente. Tratando de objetivar los elementos que integran el ruido se pueden distinguir estos tres: 1. La causa u objeto productor del sonido, 2. La transmisión de la vibración, 3. Y el efecto o reacción fisiológica y psicológica que se produce en la audición del receptor. Veamos cada uno de estos componentes de una forma un poco más detallada.

En cuanto fenómeno físico, cualquier ruido es primariamente un sonido. «El sonido se define como una variación de la presión del aire que puede ser detectada por el oído humano, pudiendo ser descrito mediante ciertos parámetros físicos, principalmente la intensidad y la frecuencia» (LÓPEZ BARRIO). Como señala SANZ SA  (5) , «el sonido tiene su origen en las vibraciones mecánicas de la materia, tanto en estado sólido como líquido o gaseoso, que se propagan en forma de ondas longitudinales de presión sonoras en todas las direcciones». Se trata, pues, de movimientos ondulatorios producidos por una aportación de energía mecánica que produce vibración en un medio físico, y que se transmite en todas las direcciones a través del aire y de otros medios elásticos. El proceso de generación de tales ondas sonoras tiene su origen, por lo general, en un objeto en vibración que arrastra las partículas de aire en contacto con el mismo, produciendo de forma alternativa depresiones y sobrepresiones que se van extendiendo a las capas de aire contiguas, dando como resultado una onda de presión que se propaga de manera ondulatoria desde el objeto en vibración. Las ondas sonoras se caracterizan por la amplitud de los cambios de presión, por su frecuencia, por la velocidad de propagación y variación en el tiempo. En todo caso, el sonido es una forma de energía mecánica y puede ser medido en unidades físicas relacionadas con la energía  (6) .

El sonido es la vibración de un medio elástico, bien sea gaseoso, líquido o sólido. Cuando nos referimos al sonido audible por el oído humano estamos hablando de la sensación detectada por nuestro oído, que producen las rápidas variaciones de presión en el aire por encima y por debajo de un valor estático. Este valor estático nos lo da la presión atmosférica, el cual tiene unas variaciones pequeñas y de forma muy lenta, tal y como se puede comprobar en un barómetro.

¿Cómo son de pequeñas y de rápidas las variaciones de presión que causa el sonido? Cuando las rápidas variaciones de presión se centran entre 20 y 20.000 veces por segundo (igual a una frecuencia de 20 Hz a 20 kHz) el sonido es potencialmente audible, aunque las variaciones de presión puedan ser a veces tan pequeñas como la millonésima parte de un pascal  (7) . Los sonidos muy fuertes son causados por grandes variaciones de presión, por ejemplo una variación de 1 pascal se oiría como un sonido muy fuerte, siempre y cuando la mayoría de la energía de dicho sonido estuviera contenida en las frecuencias medias (1kHz-4 kHz) que es donde el oído humano es más sensitivo.

El sonido lo pueden producir diferentes fuentes, desde una persona hablando hasta un altavoz, que es una membrana móvil que comprime el aire generando ondas sonoras.

2.1.  ¿Qué es la frecuencia?

Como hemos visto, el sonido se produce como consecuencia de las compresiones y expansiones de un medio elástico, o sea, de las vibraciones que se generan en él.

La frecuencia de una onda sonora se define como el número de pulsaciones (ciclos) que tiene por unidad de tiempo (segundo). La unidad correspondiente a un ciclo por segundo es el herzio (Hz).

Las frecuencias más bajas se corresponden con lo que habitualmente llamamos sonidos «graves», son sonidos de vibraciones lentas. Las frecuencias más altas se corresponden con lo que llamamos «agudos» y son vibraciones muy rápidas.

El espectro de frecuencias audible varía según cada persona, edad, etc. Sin embargo, normalmente se acepta como el intervalo entre 20 Hz y 20 kHz.

2.2.  ¿Qué es un decibelio dB?

El decibelio es una unidad logarítmica de medida utilizada en diferentes disciplinas de la ciencia. En todos los casos se usa para comparar una cantidad con otra llamada de referencia. Normalmente el valor tomado como referencia es siempre el menor valor de la cantidad. En algunos casos puede ser un valor promediado aproximado. En Acústica la mayoría de las veces el decibelio se utiliza para comparar la presión sonora, en el aire, con una presión de referencia. Este nivel de referencia tomado en Acústica es una aproximación al nivel de presión mínimo que hace que nuestro oído sea capaz de percibirlo. El nivel de referencia varía lógicamente según el tipo de medida que estemos realizando. No se utiliza el mismo nivel de referencia para la presión acústica que para la intensidad acústica o para la potencia acústica.

Como su nombre indica, el decibelio es la décima parte del Bel. El Bel es el logaritmo en base 10 de la relación de dos potencias o intensidades. No obstante, esta unidad resulta demasiado grande, por lo que se ha normalizado el uso de la décima parte del Bel, siendo el decibel o decibelio.

Como es fácil entender, el nivel de referencia siempre se corresponde con el nivel de 0 dB.

Por lo tanto en 0 dB tenemos el umbral de audición del oído humano; se supone que no es posible oír por debajo de este nivel, o sea variaciones de nivel en la presión del aire inferiores a 0,00002 pascal.

La razón por la que se utiliza el decibelio es que, si no tendríamos que estar manejando números muy pequeños o excesivamente grandes, llenos de ceros, con lo que la posibilidad de error sería muy grande al hacer cálculos. Además, también hay que tener en cuenta que el comportamiento del oído humano está más cerca de una función logarítmica que de una lineal, ya que no percibe la misma variación de nivel en las diferentes escalas de nivel, ni en las diferentes bandas de frecuencias.

Las respuestas orgánicas asociadas también son diferentes.

2.3.  ¿Cómo se mide el Nivel Sonoro?

Para medir el nivel sonoro disponemos de los Sonómetros. Estos aparatos nos permiten conocer el Nivel de Presión sonora o SPL (Sound Pressure Level). Normalmente suelen ser sistemas digitales y presentan en una pantalla de cristal líquido los valores medidos. Éstos siempre se dan como decibelios dB. Con el sonómetro es posible, además de hallar el valor rms de la presión, también ver los picos máximos y niveles mínimos de la medida. Los sonómetros normalmente no dan la medida en dB lineales, sino que la dan ya con la ponderación, por ejemplo, dBA/dBC, etc.

Una función muy utilizada a la hora de medir niveles de presión acústica y que ofrecen los sonómetros es la medición en modo Leq. Normalmente se utiliza el Leq 1´ (leq a un minuto). El sonómetro mide las diferentes presiones que se generan durante un tiempo determinado (Leq X), siendo X = 1 minuto en nuestro caso; el valor que nos da al finalizar el minuto de medida es un valor en dB que equivaldría al de una señal de valor continuo durante todo el minuto y que utilizaría la misma energía que se ha medido durante el minuto. Hay que observar que en una medida de un minuto los valores varían y, si se quiere determinar un valor medio de ruido, hay que hacerlo con la función Leq; de otra forma se obtendrán valores erróneos, puesto que podemos tener valores de pico durante un instante y no ser representativos del nivel de ruido normal que se está intentando determinar.

Quizás resulta un serio inconveniente el hecho de calcular valores medios. Los valores de pico (ejemplo: dos portazos fuertes) bastan para despertar a personas por horas pero quedan diluidos en las mediciones entre valores medios.

2.4.  ¿Qué es la ponderación «A»?

En el punto anterior hemos visto que el dB es un valor lineal: quiere decir que los valores medidos son los valores tomados como válidos sin que sufran ninguna alteración. Si medimos los valores de presión acústica de esta forma, linealmente, aun siendo cierta dicha medida ésta tendrá poco valor en cuanto a la percepción del oído humano. El oído no se comporta igual para el mismo nivel de presión en diferentes frecuencias.

Por ejemplo, tomemos un sonido lineal en toda la banda de 20 Hz a 20 kHz; estamos en todas las bandas ante un sonido de un nivel de 30 dB. Si nuestro oído fuese lineal, oiríamos lo mismo. Es decir, con la misma intensidad auditiva oiríamos igual las frecuencias más bajas, que las medias y las agudas.

Sin embargo, esto no es cierto, el oído humano tiene una menor sensibilidad en las frecuencias más graves, y en las más agudas frente a las medias. Lo que más oímos, por tanto, son las frecuencias medias y las que menos, las graves seguidas de las agudas.

En los locales de ocio se utilizan más las frecuencias graves ya que está comprobado que fisiológicamente los sonidos graves incitan a beber más y producen necesidades digestivas. A veces, se buscan efectos curativos en la música (musicoterapia) y otras se buscan efectos no siempre beneficiosos.

A lo largo de la historia se ha podido comprobar que la música puede ejercer una influencia tanto maléfica como benéfica sobre los seres vivos (personas, animales y vegetales). Los antiguos ya conocían que la música puede enfermar e incluso enloquecer a las personas, como lo demuestra el ejemplo histórico de la destrucción de las murallas de Jericó por el sonido de las trompetas. También sabían las propiedades terapéuticas que poseía la música. Los griegos, como ninguna civilización, tenían gran experiencia acerca de la influencia sugestiva de la música. El filósofo y matemático griego Pitágoras se libró del ataque de una manada de lobos prestos a devorarlo tocando la flauta y fue uno de los primeros que intentó curar enfermedades con la ayuda de la música. Infrasonidos contra ratas, insectos, etc.; música y sonidos en la guerra, en las consultas, en los grandes almacenes etc.; ruido como medio de tortura y para inducir al pánico....

Como vemos, es necesario encontrar una forma de ajustar los niveles de dB que hemos medido con la percepción que el oído tiene de los mismos, según cada frecuencia. Esta corrección se realiza ponderando los dB medidos mediante una tabla de ponderación ya especificada y que se llama tabla «A». Los decibelios ya ponderados en «A» se representan como dBA y los no ponderados, llamados lineales, como dB.

Por ejemplo, si en una frecuencia de 100 Hz hemos medido 80 dB, al ponderarlo pasarán a ser 60,9 dBA; esto quiere decir que un nivel de presión sonora de 80 dB en una frecuencia de 100 Hz es oída por nuestro sistema de audición «teóricamente» como si realmente tuviese 60,9 dBA y no 80 dB.

No obstante, las repercusiones importantes son las psíquicas, mucho más generalizadas que las consecuencias directas sobre el propio oído.

Por tanto, no existe una definición inequívoca de ruido. De forma amplia, podemos definir como ruido cualquier sonido no deseado que puede interferir la recepción de otro sonido.

2.5.  ¿Se puede medir el nivel de ruido?

Se deduce claramente de todo lo anterior que «medir el ruido vendría a significar medir el grado de desagrado con el que se percibe un sonido», lo que es, a todas luces, imposible.

¿Qué medimos, pues, y por qué? Medimos la intensidad del sonido (el nivel sonoro)  (8)  ya que, en líneas muy generales, podemos decir:


	
1. Que un sonido desagradable (un ruido) lo es más cuanto más intenso es. 

	
2. Que incluso un sonido que, para alguien en un determinado momento, es agradable, puede resultar desagradable para otros en ese mismo momento, por lo que la regla de precaución nos lleva a imponer límites al nivel sonoro con carácter general. 



Todo ello, con las debidas precauciones, nos puede llevar a varias conclusiones, si se quiere, provisionales:

i) Que la existencia de límites administrativos de «ruido» en ningún caso significa que por debajo de los mismos no se pueda estar perturbando a las personas.

ii) Que la medición del «sonido», aunque es un dato muy relevante, no evalúa ni objetiva ni civilmente la molestia y el daño subjetivo del «ruido».

iii) Que nuestras normas se basan en un concepto de ruido incorrecto, y en excesivas exigencias de mediciones, poco expresivas y que perjudican a la parte más débil. Dichas abrumadoras exigencias de mediciones vulneran el principio comunitario de precaución, de cautela y de corrección en el foco, exigiéndole la carga de la prueba (con los costos y molestias que ello implica), no al contaminador, sino al contaminado.

Quizás, antes de proceder a medir (en el domicilio del contaminado, con los perjuicios que ello implica) debe realizarse una primera inspección de las instalaciones del contaminador. Para, de esta forma, sólo tener que proceder a las mediciones, si todas las medidas precautorias en el foco están tomadas; y evaluar asimismo una comparación entre las mejores técnicas disponibles y las existentes en dicha actividad... Lo mismo que un médico antes de mandarnos una prueba diagnóstica (por ejemplo un análisis de sangre) previamente procede a reconocer al paciente.

Así, el ruido acústico es aquel ruido (entendido como sonido molesto) producido por la mezcla de ondas sonoras de distintas frecuencias y distintas amplitudes. La mezcla se produce a diferentes niveles, ya que se conjugan tanto las frecuencias fundamentales como los armónicos que las acompañan. La representación gráfica de este ruido es la de una onda sin forma.

Para que la medición sea algo significativa, se tiene que realizar en el lugar y en el momento de mayor repercusión. La complejidad de considerar los ruidos de fondo (que puede ser el límite de ruido admitido o restarlo de los resultados obtenidos) convierte una medición de «ruido» en algo realmente difícil. De forma que las conclusiones de la medición pueden variar, si la voluntad de conseguir unos determinados resultados es clara, cambiando la ubicación del sonómetro, el horario (distinto ruido de fondo), condiciones climáticas, etc.

2.6.  Clasificación del ruido

Se pueden elaborar dos clasificaciones diferentes de ruido:


	
· En función de la intensidad en conjunción con el período.


	
· En función de la frecuencia.




A)  Tipos de ruido según la intensidad y el período


	
a) Ruido continuo o constante. El ruido continuo o constante es aquel ruido cuya intensidad permanece constante o presenta pequeñas fluctuaciones (menores a 5 dB), a lo largo del tiempo. 

	
b) Ruido fluctuante. El ruido fluctuante es aquel ruido cuya intensidad fluctúa (varía), a lo largo del tiempo. Las fluctuaciones pueden ser periódicas o aleatorias. 

	
c) Ruido impulsivo o de impacto. 



El ruido impulsivo es aquel ruido cuya intensidad aumenta bruscamente durante un impulso. La duración de este impulso es breve, en comparación con el tiempo que transcurre entre un impulso y otro (arrastre de sillas o de barriles de cerveza; cierre de una puerta de garaje; impacto de dardos; pesas de gimnasios al caer, etc.).

B)  Tipos de ruido según la frecuencia

Se distinguen tres tipos de ruido dependiendo de su frecuencia:


	
a) Ruido blanco. 

	
b) Ruido rosa. 

	
c) Ruido marrón. 



Existen fuentes de ruido artificiales o generadores de ruido que emiten ruido blanco o rosa. Estos generadores de ruido son utilizados en acústica para realizar ciertas mediciones como aislamiento acústico, insonorización, reverberación, etc.


	
a) Ruido blanco El ruido blanco, denominado así por asociación con la luz blanca, se caracteriza por su distribución uniforme en el espectro audible (20 Hz a de 20 kHz). Es decir, es un ruido cuya respuesta en frecuencia es plana, lo que significa que su intensidad (amplitud de sonido) es constante para todas las frecuencias. 



	
b) Ruido rosa o rosado. Es fundamentalmente el que a nosotros nos interesa. La respuesta frecuencia en el ruido rosa no es plana, su intensidad decae 3 decibelios por octava. 

El ruido rosa que emiten los generadores de ruido se utiliza con filtros de 1/3 de banda de octava para medir la acústica de salas. Se elige 1/3 de octava para el filtro porque es a partir de ahí cuando el oído es capaz de detectar irregularidades en la respuesta en frecuencia). 



	
c) Ruido marrón No es un ruido muy común, pero existente en la naturaleza. El ruido marrón se halla compuesto principalmente por ondas graves y medias. 

Para descansar apropiadamente, el nivel de sonido no debe exceder 25 dBA para el ruido continuo de fondo y se debe evitar el ruido individual por encima de 45 dBA  (9) . 





Por último, y para que nos hagamos una idea en términos generales, podemos decir que 33 decibelios, es decir 3 decibelios más del límite establecido, no supone un poco más de ruido sino aproximadamente el doble del ruido permitido.

2.7.  ¿Qué es una vibración?

La vibración no es un ruido. La vibración de un objeto es causada por una fuerza de excitación. Esta fuerza se puede aplicar externamente al objeto o puede tener su origen dentro del objeto. La proporción (frecuencia) y la magnitud de la vibración de un objeto dado están completamente determinados por la fuerza de excitación, su dirección y frecuencia. Muchos equipos y máquinas utilizados presentan, durante su operación, un comportamiento vibratorio. A veces las vibraciones son causadas por alguna anomalía, como por ejemplo la presencia de partes sueltas o masas rotativas desbalanceadas.

En este caso la fuerza centrífuga somete al eje a esfuerzos oscilantes que se transmiten a la base de la máquina, produciendo vibraciones. En otros casos las vibraciones son un subproducto inevitable del funcionamiento normal, como sucede en un martillo neumático, el asiento de un conductor o un taladro de mano.

Cuando las superficies vibrantes entran en contacto con el cuerpo humano o en alguna de sus partes se produce una agresión mecánica cuyos efectos pueden ser la incomodidad, la reducción de la eficiencia o incluso lesiones o estados patológicos.
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Ruido desde el punto de vista jurídico. Concepto de inmisión 



La Audiencia Provincial de Cáceres, Sección 1.ª, en Sentencia de 19 Abr. 2006, afirma que los «actos de inmisión», doctrinal y jurisprudencialmente vienen definidos como:

«Aquellas injerencias en la esfera jurídica ajena que se producen entre otras causas, mediante la propagación de sustancias que puedan resultar molestas y dañinas, de suerte que pueden lesionar, en grado no tolerable al "hombre medio", el disfrute de derechos tan importantes y personales como el de su intimidad y bienestar de carácter íntimo.»


Para la proscripción de tal acto de inmisión, se exigen varios requisitos, tales como:


	
a) en primer lugar, que se trate de una sustancia nociva y perturbadora; 

	
b) en segundo lugar, que lesionen en grado no tolerable por el «hombre medio» el disfrute de sus derechos personales. 



La Sentencia de la Audiencia Provincial de León de 29 de octubre de 1992 nos indica que la doctrina ha definido la inmisión como la injerencia en la esfera jurídica ajena mediante la propagación de sustancias nocivas o perturbadoras, comprendiendo también la realización de aquellos actos que tienen lugar en el inmueble propio, pero que repercuten negativamente en el ajeno de forma que lesionan en grado no tolerable para el hombre medio (según las circunstancias y el lugar) el disfrute de derechos personales, tales como el derecho al descanso, a la intimidad y al bienestar o derechos patrimoniales.

MARTÍN MATEO se refiere al ruido como un sonido no deseado, inoportuno y que produce molestia  (1) .

El legislador nacional, pese a la aprobación de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre del Ruido, no aporta un concepto de éste. Se limita a hacer alusión al mismo, al comienzo de la Exposición de motivos de dicha Ley, al referirse a éste como «inmisión sonora». En este sentido ha preferido englobar de manera conjunta el ruido propiamente dicho y las vibraciones dentro del más amplio concepto de «contaminación acústica».

El concepto de inmisión es más amplio y comprende el concepto de ruido. En el plano normativo tampoco se encuentra un concepto de inmisión. El BGB en su parágrafo 906 se limita a realizar una enumeración ejemplificativa: «penetración de gases, vapores, olores, humo, hollín, calor, ruido, trepidaciones, e inmisiones parecidas». En parecidos términos se refieren a la inmisión los CC italiano y suizo, así como el CC portugués.

Nuestro antiguo Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, hoy sustituido por normativa Autonómica en la mayoría de los casos, alude a los «ruidos o vibraciones... humos, gases, olores, nieblas».

La Ley 13/1990 de 9 de julio de Cataluña, no solamente no definía las inmisiones, sino que tampoco realizaba una enumeración meramente enunciativa: «polvos en suspensión o sustancias» (art. 3). Actualmente esta Ley está derogada por la letra c) de la Disposición Derogatoria de la Ley de Cataluña 5/2006, de 10 de mayo, reguladora del Libro V del Código Civil de Cataluña, relativo a los derechos reales  (2) . En relación al concepto de ruido y sus efectos, debe decirse que a la jurisprudencia no le resulta sencillo definirlo como agente contaminante. No hemos encontrado ninguna definición de lo que es el ruido en la jurisprudencia civil. El único acercamiento a un concepto de ruido proviene de la sentencia penal del Tribunal Supremo de 24 de febrero de 2003  (3) .

A la contaminación acústica se refiere la Ley del Ruido  (4)  como «la presencia en el ambiente de ruidos y vibraciones, cualquiera que sea el emisor acústico que los origine, que impliquen molestia, riesgo o daño para las personas, para el desarrollo de sus actividades o para los bienes de cualquier naturaleza, o que causen efectos significativos sobre el medio ambiente». Las Leyes autonómicas también contienen definiciones sobre el ruido. Así, la Ley 16/2002 de la Generalitat de Cataluña, de 28 de junio, de protección contra la contaminación acústica, define el ruido como «contaminante físico que consiste en una mezcla compleja de sonidos de frecuencias diferentes, que producen una sensación auditiva considerada molesta o incómoda y que con el paso del tiempo y por efecto de su reiteración puede resultar perjudicial para la salud de las personas».

La Ley 1/2007, de 16 de marzo, contra la contaminación acústica, de las Illes Balears  (5)  define la contaminación acústica como la «presencia en el ambiente de ruidos o vibraciones, cualquiera que sea el emisor acústico que los origina, que implican molestia, riesgo o daño para las personas, para el desarrollo de sus actividades o para los bienes de cualquier naturaleza, o que causan efectos significativos sobre el medio ambiente».

Si tradicionalmente el ruido se ha incluido entre las actividades molestas, hoy está plenamente reconocido que la contaminación acústica puede generar graves perjuicios a la salud física y psíquica de los seres humanos. Se ha escrito por especialistas que el sometimiento a un ruido excesivo produce traumatismo y pérdidas auditivas, vértigos, perturbaciones en el sistema nervioso central, afectaciones respiratorias, cardiacas y circulatorias, hipertensión, fatiga, dolores de cabeza. Y no menos graves son los efectos psicológicos con padecimientos de angustia, pérdidas de concentración, insomnio, irritabilidad con grave afectación del rendimiento del trabajo físico e intelectual.

No plantea cuestión, pues, que el ruido es una de las manifestaciones de agresión al medio ambiente y a la salud de las personas y ello ha exigido una respuesta del Derecho.

No utiliza específicamente el término inmisión el Derecho civil común. Sí regula específicamente las inmisiones el Derecho catalán  (6) , a través de la ya derogada Ley 13/1990, de 9 de julio, de la Acción Negatoria, Inmisiones, Servidumbres y Relaciones de Vecindad  (7) . También aquí falta una definición legal, pero la jurisprudencia del TSJ de Cataluña suple las carencias de la norma en este punto. Inmisión es, según la STSJ de Cataluña, Sala de lo Civil, de 21 de diciembre de 1994  (8)  «una injerencia físicamente apreciable en el predio vecino de sustancias, partículas u ondas, que se propagan sin intervención de la voluntad humana, como consecuencia de la actuación de principios físicos, ya sea por medio del aire (olores), del sol o las paredes (vibraciones) y que tienen su origen en la actividad del propietario o del poseedor del inmueble como consecuencia del disfrute de la finca, y que interfieren en el disfrute pacífico y útil del derecho de propiedad o de posesión de un predio vecino que no es absolutamente necesario que sea limítrofe» (FJ 10.°). La STSJ de Cataluña, Sala de lo Civil, de 19 de marzo de 2001  (9)  enumera cuáles son los rasgos característicos de una inmisión (FJ 2.°) que nos vamos a permitir comentar:


	
a) Condición física o material de la intromisión, en el sentido no de corpórea, sino de mensurable, con lo que el ruido entra en esta categoría, quedando fuera, igual que en Derecho alemán, las injerencias inmateriales o ideales; 

	
b) Carácter indirecto de la intromisión (mientras que frente a una intromisión directa "arrojar basura en la finca ajena", salvo que sea constitutiva de una servidumbre, se pueden activar los mecanismos de defensa de la propiedad o de la posesión, hay supuestos de intromisiones indirectas que el titular de la finca está obligado a soportar y contra las cuales no puede reaccionar jurídicamente). La distinción entre inmisiones directas e indirectas sirve para diferenciar aquellas cuyos efectos se inician en la propiedad del vecino de aquellas otras que, aun arrancando de la propiedad del agente, rebasan sus límites y, en su propagación, alcanzan la del vecino. En mi opinión, siguiendo a NAVARRO MENDIZÁBAL, se trata de una clasificación de difícil apreciación y el hecho de que una inmisión sea directa no prejuzga necesariamente que ésta sea más grave por sus efectos que la indirecta  (10) . 

	
c) Vocación de permanencia de la perturbación, sin que ello equivalga a una exigencia de continuidad: cumplimentaría tal requisito también la actuación intermitente pero regular; a mi parecer, son resarcibles las in-misiones que se soportan durante unas horas una noche o durante pocos días, siempre que se excedan los límites de tolerabilidad. Para la inmisión esporádica se utiliza la responsabilidad aquiliana. 

	
d) Causa no natural de la perturbación, que ha de tener su origen, mediata o inmediatamente en una actividad humana del propietario o poseedor de la otra finca, en concreto, en el ejercicio por su parte de las facultades de uso y disfrute de la misma; 

	
e) Vecindad de las fincas, en el sentido de que la finca afectada se halle en el radio de acción de la fuente generadora de la molestia, y afectación de los bienes que en ella se encuentran o de la esfera jurídica personal o patrimonial de las personas que mantienen un vínculo más o menos estable con el fundo. No hace falta indicar que vecindad no implica necesariamente contigüidad. 



Todos estos rasgos serán determinantes para poder activar, frente a una perturbación ruidosa, los mecanismos de protección frente a las inmisiones previstos en las normas catalanas y alemana, pero no han de concurrir necesariamente para generar responsabilidad civil extracontractual. Así, frente a un ruido exclusivamente aislado (en mi opinión no es exigible la estabilidad ni la periodicidad) no se pueden activar los mecanismos de lucha contra las inmisiones de la Ley catalana 5/2006 (antigua Ley 13/1990) o del BGB, porque falta el requisito de permanencia de la perturbación, pero si ese ruido (la explosión de una caldera en la finca vecina) provoca un daño (la rotura del tímpano del habitante del fundo contiguo o el de un paseante que se encontraba en las cercanías), sí se podrá reclamar una indemnización por vía de la responsabilidad extracontractual, si se cumplen las exigencias legalmente establecidas para ello. Lo mismo sucede si el daño se causa a una persona que no tiene un vínculo más o menos estable con el fundo: se podrán activar los mecanismos propios de la responsabilidad extracontractual, pero no los de protección contra las inmisiones y de tutela de las relaciones de vecindad.

Es evidente que estos requisitos llegan al Derecho catalán mediante sus principios generales del Derecho que son los mismos que los que rigen en Derecho Común.

Sin desconocer las dificultades que la definición de este fenómeno entraña y las divergencias que su alcance suscita, existe una sustancial coincidencia en considerar inmisiones las injerencias que, de resultas de la actividad desplegada en un inmueble (o que no provenga de un inmueble), en el ejercicio del derecho de propiedad o de la posesión por cualquier otro concepto sobre el mismo, se derivan de la propagación e introducción natural de sustancias materiales o elementos o fuerzas incorporales en otro inmueble vecino, interfiriéndose en el goce pacífico y útil del mismo para su propietario o poseedor. Es el inmueble afectado nuestro centro de atención. Dado que en los inmuebles se dan las características de dificultad de evitar el daño y continuidad.

Establecía el Digesto en D. 8.5.8.5. que (in suo enim alii hactenus facere licet, quatenus nihil in alienum immittat) solamente es lícito a uno hacer alguna cosa en su propiedad en tanto no se entrometa en lo ajeno: la doctrina romanista mayoritaria sostiene que la jurisprudencia operaba con el pragmático principio de distinguir entre inmisiones lícitas o razonables, debidas a un uso normal de la cosa: como la humedad producida por un baño adosado a las paredes comunes (D.8.2.19 pr.), el humo producido por una cocina (D. 8.5.8.6) o el curso de agua que de forma natural procede del fundo vecino (D. 8.5.8.5): e inmisiones ilícitas o intolerables, como el humo producido por una actividad industrial (D. 8.5.8.5). Uso normal o uso intensivo.

Por otra parte, en materia de relaciones personales y en concreto en la regulación de las relaciones de vecindad, la Jurisprudencia alude en sus razonamientos cada vez en mayor medida a criterios de equidad, de buena fe y de ausencia de animus nocendi que sirven como elementos de transformación o modificación de instituciones socialmente inadecuadas, así por ejemplo en D. 39.3.1.11: «...no se prohíbe que cada uno se favorezca con tal de que no perjudique a otro... (dum alii non nocet)» etc.

Este concepto jurídico de inmisión fue objeto de tardía elaboración por la doctrina científica alemana de la segunda mitad del siglo XIX y primera del XX. Las primeras aportaciones a la teoría de la immissio refirieron el concepto únicamente a la introducción en propiedad ajena de sustancias corpóreas o corporales, con lo que venían a negar el carácter de inmisión y la tutela jurídico-civil concebida para ella a la injerencia de elementos carentes de aquella sustancialidad como los ruidos y las vibraciones, que podían perturbar los sentidos y afectar a las personas, pero no dañaban la propiedad. Para los defensores de esta concepción, la protección frente a estos elementos incorporales, a los que debían agregarse olores, calores y otros no menos molestos, correspondía a los reglamentos de policía. En el fondo de la misma se encontraba la contemplación de la propiedad como específico objeto de protección civil frente a las inmisiones.

Tempranamente también se estableció la distinción entre inmisiones directas e indirectas, para diferenciar aquellas cuyos efectos se inician en la propiedad del vecino de aquellas otras que, aun arrancando de la propiedad del agente, rebasan sus límites y, en su propagación, alcanzan la del vecino. Siendo en general pacífica la prohibición de las primeras, la controversia sobre las inmisiones y su tratamiento doctrinal quedaron definitivamente centradas en las segundas. Aunque, como ya hemos dicho, esta distinción no es clara.

La estricta concepción de la immissio ligada a la corporeidad de las sustancias introducidas en la propiedad ajena fue definitivamente superada por IHERING  (11) , para quien la protección jurídico-civil frente a las inmisiones no ha de venir determinada por su consistencia material ni por la forma en que se producen, sino por sus efectos, influencias o «influjos», debiendo alcanzar aquella protección no sólo las inmisiones nocivas a la propiedad, sino también las molestas o lesivas para el propietario, aunque vengan causadas por elementos incorporales como el ruido o las vibraciones. En la doctrina posterior, la admisión de las inmisiones incorpóreas y de la tutela jurídico-civil de propiedades y personas frente a ellas no ha sido cuestionada, habiéndose visto incluso más recientemente reforzada por la consideración de la incidencia que buena parte de estas inmisiones y, en particular, las ruidosas, tienen en derechos que, como la dignidad personal, la intimidad personal y familiar, la inviolabilidad del domicilio o la integridad (salud), son objeto de especial protección constitucional.

No obstante, la legislación alemana y la catalana han derivado a una protección exacerbada de las actividades económicas en contraposición al medio ambiente. Y, aunque en un principio seguían a (HERING  (12) , adoptando el criterio del uso normal y utilidad habitual [que se relaciona con la teoría del interés social de Bonfante  (13) ), más tarde tales actividades se han considerado legitimadas, con matizaciones, y se reputan permitidas; aun produciendo graves perjuicios al vecino.

«Y mucho más legítima se considerará la inmisión si la actividad inminente cuenta con licencia administrativa, pues en este caso el vecino perjudicado no puede solicitar la suspensión de la actividad, sólo la adopción de medidas y medios de protección que supriman o atenúen las molestias, y en casos de perjuicios inevitables sólo podrán repararse con la correspondiente indemnización»  (14) .


Vicinitas est mater discordiarum. Las relaciones de vecindad son hoy especialmente difíciles, entre otros motivos, a causa de la frecuencia y de la potencial lesividad de las inmisiones. Las concentraciones urbanas y la creciente industrialización y abundancia de máquinas comportan, de manera inevitable, que se produzcan molestias a los vecinos como consecuencia del disfrute del derecho de propiedad. La música estridente gusta a un sector de la población.

Dichas relaciones están reguladas por un conjunto de normas que establecen los poderes de exclusión y los deberes de tolerancia que se imponen a los propietarios de los fundos vecinos. La sentencia del Tribunal Supremo de 11 de octubre de 1978  (15)  destaca: «las facultades de uso y disfrute, aun siendo esenciales al dominio como integrantes de su contenido conforme a las disposiciones del art. 348  (16)  del CC tienen que experimentar limitaciones recíprocas a fin de hacer posible la pacífica convivencia de las propiedades individuales», y en base a ello se obliga a don Francisco Javier M. G. al cierre de una academia que producía ruidos y molestias a la comunidad de vecinos. (La razón de estos límites puede encontrarse en la función económica y social del derecho, en la necesidad de que se permita una normal explotación económica y sostenible de las fincas. Los límites pueden operar: intrínsecamente, imponiendo al propietario un modo de ejercicio; extrínsecamente, poniendo fronteras al poder del propietario).

Porque, si yo puedo disfrutar de mi propiedad sin limitaciones, ésta aumenta de valor, pero las fincas vecinas lo pierden al mismo tiempo. (No hay excepciones a este contenido, como ocurre con las servidumbres, sino que fijan el contorno habitual del poder de la posesión). Si se tratara de una servidumbre, los límites de la tolerancia serían los pactados y en cambio en el caso de las inmisiones hay que recurrir a un modelo objetivo. No se trata tampoco de servidumbres legales, a pesar de su colocación sistemática en el CC, ya que son recíprocas, internas, no dan lugar a indemnización si se encuentran dentro de los límites permitidos, aunque excepcionalmente puedan establecerse (art. 569) y no prescriben. Estas limitaciones forman parte del propio contenido de la propiedad inmueble.

La regulación civil del tema de las inmisiones se halla dispersa, es insuficiente y casuística. El CC se promulgó para una sociedad rural en que el problema que nos ocupa no era frecuente; por ello el legislador estaba más preocupado por resolver conflictos posesorios que por evitar las intrusiones indirectas. Por este motivo es necesario inducir de las pocas normas existentes un criterio general que permita un equilibrio entre el ejercicio libre del propio derecho y el respeto al ajeno. En última instancia es necesario basarse en el principio de buena fe  (17) . En el mismo sentido la sentencia del Tribunal Supremo de 17 de febrero de 1968  (18)  afirma: «la propiedad no puede llegar más allá de lo que el respeto al vecino determina. Si hay lagunas en las relaciones de vecindad, debidas a las técnicas modernas, deben suplirse con este principio». Mientras, la Sentencia de 8 de mayo de 1986  (19)  destaca «la necesidad de una convivencia social ordenada que impone un deber general de corrección» (...) «deberes que, aun no estando escritos en el Código representan el presupuesto mínimo sobreentendido del orden normal de la vida social».

La jurisprudencia sobre el tema, desde el año 1961, en que se publica el Reglamento sobre actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, supone una inestimable ayuda en este sentido  (20) .

El concepto de inmisión es difícil de definir y de delimitar. Se acostumbra a definir la inmisión, como «toda intromisión física que un propietario realiza en la finca vecina». Incluso se califica como inmisión la construcción que se extralimita fuera de la finca propia.

Esta definición resulta, sin embargo, excesivamente amplia en un aspecto: la introducción de objetos no es propiamente inmisión; y excesivamente limitada en otro: en determinadas circunstancias no puede hablarse de desplazamiento de materias, sino de repercusiones (los ruidos no son más que ondas).

Cuando se habla de inmisiones, se hace referencia a aquellas injerencias, apreciables físicamente, que se propagan sin intervención de la voluntad humana, pero que se producen como consecuencia del disfrute del derecho de propiedad, o ejercicio de la posesión sobre un bien inmueble y que provocan una interferencia en el disfrute pacífico y útil del derecho de propiedad sobre otro bien inmueble vecino.

Las inmisiones suponen siempre una invasión de la finca vecina, pueden consistir en ruidos, vibraciones, humos, gases, olores, nieblas, polvo, calor, hollín, cenizas, ondas; deben ser molestas, pero también pueden ser nocivas, insalubres (perjudiciales para la salud), peligrosas (creadoras de riesgo de ser insalubres o nocivas, como la posibilidad de explosión). Su naturaleza y sus efectos van ampliándose constantemente a medida que aparecen nuevas tecnologías  (21) .

Los supuestos concretos de inmisiones que se mencionan tanto en el art. 590 de nuestro Código Civil como en el art. 1908 solo se citan a modo de ejemplo y deben interpretarse extensivamente (así, se debe incluir al ruido analógicamente o a las ondas electromagnéticas de conformidad con una interpretación analógica adaptada a la realidad social, etc.), como más adelante intentaremos tratar.

Según el concepto que se ha formulado de inmisión, para que una invasión de la finca pueda ser calificada como tal se requiere:


	
1. Que se trate de injerencias apreciables físicamente, medibles objetivamente por medio de aparatos científicos. Las repercusiones económicas no son inmisiones, por mucho que pueda perjudicar a un propietario la instalación de una casa de masajes en la vecindad. No hay tampoco inmisión si se impide la entrada de algo; si yo privo del sol a mis vecinos, no hay inmisión porque no hay invasión de ningún tipo. Sin embargo, la inmisión no supone desplazamiento de objetos, sino de sustancias, partículas, ondas, etc. 

	
2. Que se propaguen sin intervención de la voluntad humana, como consecuencia de la actuación de principios físicos. Ya sea por el aire (olores), o por el suelo o las paredes (vibraciones o ruidos por problemas estructurales). No se trata, pues, de injerencias directas, sino indirectas. Mientras que las primeras no tienen por qué ser toleradas y son fácilmente evitables, las segundas sólo pueden impedirse si producen un daño sustancial y, en ocasiones, sólo pueden evitarse desistiendo de la actividad generadora. El hecho de que la inmisión consista en el desplazamiento de sustancias, partículas u ondas permite y supone su desplazamiento sin intervención de la voluntad humana; los objetos de mayor tamaño o peso no se desplazan por el aire o las paredes, como no sea por causas extraordinarias. 

	
3. Que tengan su origen en la actividad que lleva a término el propietario o el poseedor de un bien inmueble, como consecuencia del disfrute de su derecho. La regulación de las inmisiones es propia de los derechos reales y de la posesión. El art. 1908 habla de propietarios, el 590 lo presupone. Deben descartarse, por tanto, las inmisiones que tienen su origen en fenómenos de la naturaleza, como podría ser el caso de un terremoto o trueno. 

	
4. Que interfieran el disfrute pacífico y útil del derecho de propiedad o de la posesión de un bien inmueble vecino del anterior, aunque también puedan producir además otros daños. Si el perjudicado no es titular de un derecho real sobre el inmueble afectado o poseedor del mismo, las normas a aplicar serán las propias de la responsabilidad extracontractual  (22) . 



Nos hallamos ante las denominadas relaciones de vecindad  (23) .

El que la finca inmisora y la perjudicada deban ser vecinas no quiere decir que deban ser colindantes, a pesar de que el art. 590 se refiera a pared medianera. Es necesaria una vecindad relativa suficiente para que se vean afectadas por la actividad inmisora y esto dependerá del tipo de inmisión de que se trate; las sustancias químicas tienen un radio de acción más amplio que los ruidos  (24) .

Es interesante a estos efectos la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 septiembre de 1992, que afirma  (25) : «Las relaciones de vecindad están por encima del mero cumplimiento de disposiciones reglamentarias» (...) «quedan definitivamente acreditados; acreditados en autos que el ahora recurrente no adoptó las medidas necesarias para evitar las inmisiones en la vivienda del actor de los ruidos procedentes de su industria mediante la insonorización de su local que redujese aquéllas a un nivel tolerable, teniendo conocimiento de las perturbaciones y molestias que su instalación industrial causaba a sus vecinos, es evidente la existencia del elemento culpabilístico definidor de la culpa aquiliana, que no resulta desvirtuado por el mero cumplimiento de las disposiciones reglamentarias cuando éstas se han revelado insuficientes para evitar aquellas perturbaciones. Asimismo resulta plenamente acreditada en el presente caso, la existencia de una relación de causalidad entre la conducta omisiva del recurrente y las perturbaciones y molestias sufridas por el actor y su familia, consecuencia natural y adecuada de esa falta de adopción por el recurrente de las medidas que hubieran evitado el daño que se manifiesta así como consecuencia necesaria de la omisión del agente».

Como vemos, en la sentencia que comentamos se dan ruidos, olores, humos y otras inmisiones. Supuesto muy habitual en la convivencia irrazonable de viviendas con locales comerciales.

La estructura de la sentencia es:


	
1. Se ha probado que existe un ruido que no hay obligación jurídica de soportar. 

	
2. Luego las medidas tomadas, al existir dicho ruido, eran medidas claramente insuficientes. 

	
3. Por tanto, existía negligencia. Aunque desde el punto de vista lógico, cabe teóricamente diligencia a pesar del ruido y no cabe «teóricamente» inferir culpabilidad de la mera antijuridicidad. Ahora bien, una cosa es la lógica y otra cosa es la práctica o lo que fundadamente resulte práctico, que es el camino tomado por la jurisprudencia. 

	
4. En conclusión se produce la condena. 



En el Libro Verde sobre el Medio Ambiente Urbano de la Unión Europea se considera el ruido como la forma de contaminación más urbana, que afecta tanto a la salud como a la calidad de vida de los ciudadanos.

El ruido, o sonido no deseado, se ha definido comúnmente como conjunto de sonidos que producen en el hombre un efecto desagradable en razón a su molestia evidente, del cansancio, de la perturbación y, en algunos casos, del dolor producido. Su consideración para el Derecho ambiental nace como una simple perturbación, para transformarse, después, en una auténtica contaminación por formas de energía: la contaminación acústica.

La molestia que genera varía, según su naturaleza e intensidad, de la información que revela el signo-ruido y del estado en que se encuentre la persona expuesta; por ello puede agravar ciertas situaciones de dolor o sufrimiento y puede afectar decisivamente a rendimientos laborales, por lo que tiene de ruptura de la comunicación verbal. Aparte de esta ruptura de la comunicación, inciden sobre el sueño y sobre la salud con la aparición de traumatismos auditivos para ciertas intensidades. Es un valor esencial a considerar dentro de la calidad de vida y causa de profundos malestares sociales que afectan directamente a la convivencia ciudadana.

En su aspecto físico, el ruido es un sonido y son las circunstancias subjetivas de los receptores las que determinan la calificación de ruido. Esta consideración introduce una variable importante para su evaluación, es decir, lo que para un receptor puede ser un sonido indeseable, para otro puede ser todo lo contrario. Así un determinado colectivo puede experimentar placer al asistir a un concierto de rock, mientras que otro grupo, el vecindario, es víctima de la molestia que éste causa, con una presión sonora sensiblemente inferior a la del concierto.

El contenido subjetivo de la molestia ha frenado el desarrollo de una teoría general frente al ruido que pudiera aplicarse universalmente a cualquier situación de diseño, por lo que en cualquier elaboración de normativa se deberá tener en cuenta tanto la presión sonora como el receptor  (26) .
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Como referencia archiconocida en Derecho comparado está el § 906 del BGB: «1. El propietario de un inmueble no puede prohibir las emisiones de gases, vapores, olores, humos, hollín, calor, ruido, vibraciones y otras emisiones parecidas que puedan provenir de otro inmueble en tanto que la injerencia no afecte al uso de su propiedad, o bien sólo le afecte de manera no sustancial. De modo general, se da una perturbación no sustancial cuando los valores límite o indicativos, previstos en las Leyes y reglamentos, no se superan por las injerencias allí previstas. Lo mismo vale para los valores de las disposiciones administrativas que se han fijado en acuerdo con el § 48 de la Ley federal de protección contra las inmisiones, y que reproducen el estado de la técnica.

2. La misma regla anterior se aplica si se produce un perjuicio sustancial como conse-cuencia del uso del inmueble vecino según la costumbre local, y no se puede evitar con medidas que sean económicamente exigibles a quien lo utiliza. Para el caso de que el propietario vecino deba soportar estas inmisiones, tiene derecho a una compensación dineraria adecuada si la perturbación afecta, por encima de la medida de lo exigible, el rendimiento del inmueble o bien su uso según la costumbre local.

3. No son admisibles las inmisiones dirigidas especialmente o artificialmente hacia otra propiedad».

La propia redacción ya parece poco restrictiva «no puede prohibir»... por otro lado se consideran inmisiones no sustanciales todas aquellas que estén dentro de los límites administrativos. Propio de un código civil que promueve el desarrollo económico y cuya redacción contó con representantes de los empresarios. En nuestra opinión, la legislación alemana, entre medio ambiente y economía, prefiere la economía.

WANGENHEIM, G., Valores límite e indemnización por inmisiones, Indret, Barcelona, octubre de 2001.



	 Ver Texto 




	 (22) 

	En este sentido, LACRUZ BERDEJO, J. L., Elementos de Derecho civil, tomo III, vol. I, Barcelona, 1979, pág. 204, que afirma que el poseedor está legitimado para pedir el cese de los actos dañosos. En mi opinión hay que considerar el art. 1560.1 del CC: «El arrendador no está obligado a responder de la perturbación de mero hecho que un tercero causare en el uso de la finca arrendada; pero el arrendatario tendrá acción directa contra el perturbador».


	 Ver Texto 




	 (23) 

	
ALONSO PÉREZ, M., «Las relaciones de vecindad», ADC, 1983, págs. 357 y ss. GONZÁLEZ MARTÍNEZ, J., Las relaciones de vecindad y la prohibición de los Actos de emulación, RCDI, 1928, págs. 682 y 765.

GONZÁLEZ ALEGRE, B., Las relaciones de vecindad, Barcelona, 1967. Del mismo autor, «La teoría del abuso del Derecho como principio informador en las relaciones de vecindad», Revista de Derecho Español y Americano, núm. 19, 1968 págs. 35 y siguientes, y también del mismo autor, Breviario sobre las relaciones de vecindad. Homenaje a Roca Sastre II, Madrid, 1976, págs. 415 y ss.

HERNÁNDEZ GIL, A., Las relaciones de vecindad en el Código Civil, Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, Madrid, 1985. MONTEL, «La disciplina de las inmisiones en el nuevo Código Civil italiano», RCDI, 1941, págs. 467 y ss.



	 Ver Texto 




	 (24) 

	
AMAT LLARI, M., La regulación de las inmisiones del CC. Centenario del CC. Asociación de Profesores de Derecho Civil, Madrid, 1990.

VACAS GARCÍA ALOS, L., «El Derecho de las inmisiones y la protección contra la Contaminación Acústica», Diario La Ley, 5 de noviembre de 2003.

FERNÁNDEZ URZAINQUI, F., La tutela civil frente al ruido, Cuadernos de Derecho Judicial, 2000.

DÍAZ ROMERO, María, La protección jurídico-civil de la propiedad frente a las inmisiones (Especial referencia a la acción negatoria), Civitas, Madrid, 2003.



	 Ver Texto 




	 (25) 

	Ponente: Sr. González Poveda. Madrid, 3 Sep. 1992.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Defensor del Pueblo Andaluz, Informe especial sobre contaminación acústica en Andalucía derivado de actividades recreativas y consumo de bebidas en las vías públicas, Sevilla, mayo de 1996.


	 Ver Texto 








Capítulo II. Impacto de la contaminación acústica sobre el medio. Especial referencia a la salud. Otras repercusiones (personas, animales, bienes...) 



Expone Amando GARCÍA RODRÍGUEZ:

«Una de las consecuencias más fácilmente identificables y más negativas del impacto de la contaminación sonora sobre las personas es su interferencia con el sueño. El ruido puede afectar los patrones normales del sueño de las personas dificultando su inicio, interrumpiendo su transcurso o alterando cualitativa y cuantitativamente su patrón cíclico. La exposición a niveles de ruido elevados durante la noche puede dar lugar también a la aparición de efectos secundarios, es decir, alteraciones que se ponen de manifiesto el día siguiente al de la exposición, y que consisten en un aumento de fatiga, disminución del bienestar y deterioro en la realización de tareas. Con el fin de evitar todos estos efectos negativos, el valor del nivel sonoro equivalente Leq durante el sueño no debería exceder los 30-35 dBa»  (1) .


Es decir, en un ambiente nocturno superior a 30 decibelios a una persona normal le resulta difícil dormir. Pero si duerme con este nivel sonoro pueden aparecer efectos como la fatiga, el cansancio; la persona no se encuentra bien y desarrolla difícilmente sus tareas habituales.

La exposición al ruido puede tener un impacto permanente sobre las funciones fisiológicas de los trabajadores y personas que viven cerca de aeropuertos, industrias y calles ruidosas. Después de una exposición prolongada, los individuos susceptibles pueden desarrollar efectos permanentes, como hipertensión y cardiopatía asociadas a la exposición a altos niveles de sonido. La magnitud y duración de los efectos se determinan en parte por las características individuales, estilo de vida y condiciones ambientales. Los sonidos también provocan respuestas reflejo, en particular cuando son poco familiares y aparecen súbitamente.

A modo de ejemplo se ha comprobado que la presión arterial y el riesgo de hipertensión suelen incrementarse en los trabajadores expuestos a altos niveles de ruido industrial durante 5 a 30 años. Asimismo, una exposición prolongada al ruido del tráfico con niveles continuos durante las 24 horas de 65-70 dBA también puede tener efectos cardiovasculares. Debido a la gran cantidad de personas expuestas, estos pequeños incrementos de riesgo son importantes.

Los experimentos realizados sobre sujetos sometidos a diferentes condiciones de ruido durante el sueño muestran importantes cambios en los patrones normales de éste. En líneas generales, a partir de 45 dBA de ruido, se produce un aumento en la latencia del sueño (tiempo que tarda en iniciarse el sueño normal). El tiempo dedicado a las fases más profundas disminuye, lo que implica que, al ser estas fases profundas las necesarias para un sueño reparador, el sujeto suele levantarse con sensación de cansancio; el tiempo de sueño REM disminuye y, lo más preocupante, se ha comprobado un aumento de la tasa de afectación cardiaca durante el sueño.

Como resultado final tenemos una mala calidad de sueño que se traduce en una disminución del rendimiento intelectual, una disminución del nivel de atención (con los peligros que conlleva en determinadas actividades: conducir, manejar maquinaria...), cansancio, irritabilidad, aumento de la agresividad y, con el tiempo, alteraciones crónicas del sueño que se mantienen pese a cambiar a un ambiente no ruidoso.

Existe, además, un síndrome crónico caracterizado por dolores musculares, fatiga generalizada, abatimiento y alteraciones del sueño que puede ser desencadenado por estímulos estresantes como el ruido  (2) .

Respecto a la salud mental, debemos afirmar que el ruido ambiental no causa directamente enfermedades mentales, pero se sabe que puede acelerar e intensificar el desarrollo de trastornos mentales latentes. La exposición a altos niveles de ruido ocupacional se ha asociado con el desarrollo de neurosis, pero los resultados de la relación entre ruido ambiental y efectos sobre la salud mental todavía no son concluyentes. No obstante, los estudios sobre el uso de medicamentos, tales como tranquilizantes y pastillas para dormir, síntomas psiquiátricos y tasas de internamientos en hospitales psiquiátricos, sugieren que el ruido urbano puede tener efectos adversos sobre la salud mental. Incluso se han realizado estudios sobre el aumento de ingresos hospitalarios según el nivel de contaminación acústica en las ciudades.

Respecto a posibles efectos sobre el rendimiento se ha demostrado que el ruido puede perjudicar el rendimiento de los procesos cognitivos, principalmente en trabajadores y niños. Si bien un incremento provocado del ruido puede mejorar el rendimiento en tareas sencillas y breves, el rendimiento se deteriora sustancialmente en tareas más complejas. Entre los efectos cognoscitivos más afectados por el ruido se encuentran la lectura, la atención, la solución de problemas y la memorización. (Se produce la «impotencia aprendida», que es una especie de bloqueo mental que impide entender, aprender o estudiar).

La exposición al ruido también afecta negativamente al rendimiento. En las escuelas próximas a los aeropuertos, los niños expuestos crónicamente al ruido de aviones tienen problemas en la adquisición y comprensión de la lectura, en la persistencia para completar rompecabezas difíciles y en la capacidad de motivación. Los niños que viven en áreas más ruidosas presentan alteraciones en el sistema nervioso simpático, lo que se manifiesta en mayores niveles de la hormona del estrés y presión sanguínea más elevada en estado de reposo. El ruido también puede producir deficiencias y errores en el trabajo e incluso algunos accidentes.

En cuanto a los efectos sociales y sobre la conducta, el ruido puede producir varios efectos sociales y conductuales. Esos efectos a menudo son complejos, sutiles e indirectos y son resultado de la interacción de diversas variables no auditivas. El efecto del ruido urbano como molestia se puede evaluar con cuestionarios o estudios del trastorno de actividades específicas, sin perjuicio de bajas laborales o pérdidas de horas de trabajo.

El ruido indudablemente produce desvalorización de propiedades inmuebles, mayor dificultad en su venta, pérdida de horas de trabajo, menor rendimiento laboral, bajas laborales e incapacidades asociadas.

Sin embargo, se debe reconocer que niveles similares de ruido de tránsito o de la industria causan diferentes grados de molestia. Esto se debe a que la molestia en las personas depende en gran medida de factores no acústicos de naturaleza social, psicológica o económica. La correlación entre la exposición al ruido y la molestia general es mucho mayor a escala de grupo que a escala de individuo. El ruido por encima de 80 dBA puede reducir la actitud cooperativa y aumentar la actitud agresiva. Asimismo, se cree que la exposición continua a ruidos de alto nivel puede incrementar los sentimientos de desamparo entre los escolares.

Un aspecto que también merece la pena considerar es que lo que es ruido para unos no lo es para otros; así existe una exposición voluntaria a ambientes estridentes, generalmente asociada a actividades lúdicas.

Ocurre lo mismo como con el frío o el calor. No es lo mismo el frío que marca el termómetro que la sensación de frío en la cual influye también el viento, la humedad u otras variables. Como hay unas personas a las que afecta más el calor o el frío que a otras.

Muchas áreas cuentan con sonidos provenientes de más de una fuente; y es común que la combinación de los mismos efectos repercuta más negativamente sobre la población que la simple suma de los ruidos de cada una de las procedencias.

Finalmente cabe abordar el efecto que el ruido tiene sobre la fauna y el paisaje, aunque sobre esto existen pocos estudios  (3) . El ruido perturba los procesos naturales de los animales de una forma muy parecida a como afecta a los humanos, haciendo, además, que se espanten y abandonen territorios que les son propicios, provocándoles una pérdida de capacidad competitiva y reduciendo su supervivencia  (4) - (5) . También en el reino animal el ruido produce mayor ruido y reacciones en cadena ... si un perro ladra, pues ladran otros perros.

El ruido en los animales, al igual que en los seres humanos, produce mayor ruido. Si se oye un fuerte ruido reaccionan los animales. Las personas, si hay un fuerte ruido, elevan el tono de voz ... y se produce mayor ruido.

No deja de ser curioso que en todos los parques naturales  (6) , o zonas medioambientalmente protegidas se establecen unos niveles de contaminación acústica más restrictivos que en zonas residenciales de las ciudades.

El sonido es, para los seres humanos, uno de los medios de comunicación más importantes; para que un sonido se produzca, es necesario que haya vibraciones. El ruido, al ser inarticulado, no es un medio de comunicación.

Estas vibraciones son transmitidas hasta nuestro oído a través del aire. El sonido se transmite en el aire con una rapidez de 340 metros por segundo. Aunque es una velocidad alta, hay que recordar que es casi un millón de veces menor que la de la luz, el número de vibraciones que realiza un cuerpo en un segundo se llama «frecuencia».

Para caracterizar los sonidos debe tenerse en cuenta su intensidad, que está en función de la potencia energética que les anima, el montante de vibraciones y sus combinaciones. El número de vibraciones da lugar a los denominados sonidos normales, a los infrasonidos y a los ultrasonidos, los cuales a su vez pueden tener mayor o menor intensidad.

Las frecuencias menores de los 30 Hertzios -vibración de 30 veces por segundo- producen infrasonidos. No son perceptibles por el oído del hombre, pero se ha comprobado que producen náuseas y vómitos.

Los ultrasonidos corresponden a frecuencias mayores de los 20.000 Hz y tampoco son audibles por el hombre. Son producidos por algunos animales, como murciélagos y delfines, que los utilizan para evitar obstáculos y detectar a sus presas.

El ruido origina una alteración del medio atmosférico por ondas que se mueven desde los focos que las originan.

En el Libro Verde sobre el Medio Ambiente Urbano de la Unión Europea, se considera el ruido como la forma de contaminación más urbana que afecta tanto a la salud como a la calidad de vida de los ciudadanos  (7) .

El ruido, o sonido no deseado, se ha definido como «conjunto de sonidos que producen en el hombre un efecto desagradable en razón a su molestia evidente, del cansancio, de la perturbación y, en algunos casos, del dolor producido». Su consideración para el Derecho ambiental nace como una simple perturbación, para transformarse, después, en una auténtica contaminación por formas de energía: la contaminación acústica.

La molestia que genera varía, según su naturaleza e intensidad, según la información que revela el signo-ruido y del estado en que se encuentre la persona expuesta; por ello puede agravar ciertas situaciones de dolor o sufrimiento y puede afectar decisivamente a rendimientos laborales, por lo que tiene de ruptura de la comunicación verbal. Aparte de esta ruptura de la comunicación, incide sobre el sueño y sobre la salud con la aparición de traumatismos auditivos para ciertas intensidades. Es un factor esencial a considerar dentro de la calidad de vida y causa de profundos malestares sociales que afectan directamente a la convivencia ciudadana. Enmascara el propio instinto de conservación (una madre que duerme con tapones por el fuerte ruido, tampoco oye a su hijo que llora).

En su aspecto físico, el ruido es un sonido y son las circunstancias subjetivas de los receptores las que determinan la calificación de ruido. Esta consideración introduce una variable importante para su evaluación, es decir, lo que para un receptor puede ser un sonido indeseable, para otro puede ser todo lo contrario. Así un determinado colectivo puede experimentar placer al asistir a un concierto de death metal o música hardcore, mientras que otro grupo, el vecindario, es víctima de la molestia que éste causa, con una presión sonora sensiblemente inferior a la del concierto. Incluso, si observamos a ciertos jóvenes en su coche, para ellos no sólo es importante escuchar «su» música, sino también demostrar que la están escuchando. Como ya hemos indicado, el contenido subjetivo de la molestia ha frenado el desarrollo de una teoría general frente al ruido que pudiera aplicarse universalmente a cualquier situación de diseño, por lo que en cualquier elaboración de normativa se deberá tener en cuenta tanto la presión sonora como el receptor.

Normalmente, soportamos mejor los ruidos de nivel continuo, frente a aquellos que sufren alteraciones de nivel u otras alteraciones físicas (cambio de frecuencias) que, normalmente, suelen ser más molestos.

En estudios realizados por el Servicio de Medio Ambiente del Ayuntamiento de Zaragoza se demuestra que el ruido procedente de actividades industriales es normalmente más tolerado por los sujetos que el procedente de actividades de ocio (pubs, discotecas, «botellón»). La susceptibilidad del receptor frente a un ruido musical por el cual determinadas personas están experimentando un cierto placer es superior al procedente del ruido de un entorno en el que, para las personas productoras del ruido, es un medio de trabajo; a esta situación es preciso añadir que las actividades de ocio citadas se realizan en períodos nocturnos, siendo este factor determinante en la valoración de la molestia.

Las constantes modificaciones del nivel de ruido, es decir, su variabilidad en el tiempo y, por lo tanto, la dificultad de adaptación del sujeto a estos nuevos estímulos, confirman que los ruidos inesperados producen unos niveles de molestias superiores frente a los ruidos que fluctúan de un modo regular y predecible. Ya sólo la fobia a que el ruido se produzca (o se pueda llegar a producir), o la inestabilidad y el desasosiego que se producen con el mismo, motivan el rechazo del hogar y del inmueble  (8) .

Pero no sólo afecta a las personas el ruido cuando se produce. Lo que más les afecta psíquicamente es la inhabitabilidad de la vivienda porque el ruido puede llegar a tener lugar. Su fobia a la posibilidad de que el ruido se vuelva a reiterar. El desasosiego. La manía a la propia vivienda. La angustia, el cansancio. El daño físico y psíquico.

Como agresión preocupante al medio ambiente urbano, el ruido surge en el seno de la civilización industrial, es decir, como las restantes agresiones medio-ambientales; sin embargo nos interesa centrarnos en el ruido como simple consecuencia de ciertas formas de vida comunitaria en el seno de las ciudades  (9) .

En el estudio realizado por el Defensor del Pueblo Gallego  (10)  y en el estudio monográfico del Defensor del Pueblo Estatal de 2005 observamos, no obstante, que las mayores quejas que reciben proceden del ruido del ocio. (Discotecas, bares con música, etc.). Ruido evitable y no productivo.

A los seres humanos nos distorsiona, en cuanto el medio ambiente es agredido por niveles de ruido con intensidad excesiva; con ello se constituye en un factor creciente de desarmonías sociales e insatisfacciones de los ciudadanos afectados. Situaciones de terrible angustia. Angustia triplicada, por la falta de descanso, la pérdida de valor de la vivienda y la insatisfacción por la falta de respuesta de las instituciones.

Las vibraciones, realmente, apenas se miden, sólo varias empresas especializadas lo hacen (el aparato que se utiliza es un acelerómetro que debe estar calibrado y homologado, así como registrada especialmente la persona que realiza esta medición distinta de la acreditación genérica para medir ruido aéreo). Con los ruidos de impacto ocurre exactamente lo mismo (Máquina de impactos). En los informes de los proyectos que constan en los Ayuntamientos lo habitual es que se indique que cumplen normas respecto a ruidos de impacto y vibraciones; y en la mayoría de los casos el ruido de impacto y las vibraciones no se han medido. Sólo se ha medido ruido aéreo, no se ha medido ni ruido de impacto ni vibraciones. Otro factor digno de ser tenido en cuenta es que no es lo mismo una actividad en una comunidad de propietarios que varias actividades, ya que en este último caso se suman las molestias y existen efectos aditivos.

En las actividades de ocio, los sonidos graves incitan al consumo de líquido, normalmente alcohol, que hace más ruidosas y desinhibidas a las personas, de forma que el ruido no sólo es producido por la música o las máquinas, sino también por la concentración de personas. Ello, a su vez, puede motivar la subida del nivel de música u otros efectos secundarios, produciéndose espiral de ruido.

No digamos ya en comunidades de propietarios, donde en los bajos de los locales comerciales se instalan televisores para ver el fútbol o se colocan futbolines, con golpes, ruidos, música, goles, cánticos y el arrastre de los barriles de cerveza.

Otra cuestión digna de consideración es que las bajas frecuencias se transmiten mucho mejor que las altas frecuencias. Las bajas frecuencias circulan mejor por el aire y resulta que cuando se pierden por absorción, al desgastarse menos en contacto con el aire, se transmiten más fácilmente.

Las personas sometidas de forma prolongada a la contaminación acústica y a ruidos que hayan perturbado y frustrado sus esfuerzos de atención, concentración o comunicación, o que hayan afectado a su tranquilidad, su descanso o su sueño, suelen desarrollar algunos de los síntomas siguientes:


	
· Cansancio crónico. 

	
· Tendencia al insomnio, con el agravamiento de la situación. 

	
· Enfermedades cardiovasculares: hipertensión, cambios en la composición química de la sangre, isquemias cardiacas, etc. También se han mencionado aumentos de hasta el 20% o el 30% en el riesgo de ataques al corazón en personas sometidas a más de 65 decibelios en período diurno. 

	
· Trastornos del sistema inmune responsable de la respuesta a las infecciones y a los tumores. 

	
· Trastornos psicofísicos tales como ansiedad, manía, depresión, irritabilidad, náuseas, jaquecas, y neurosis o psicosis en personas predispuestas a ello. 

	
· Cambios conductuales, especialmente comportamientos antisociales tales como hostilidad, intolerancia, agresividad, aislamiento social y disminución de la tendencia natural hacia la ayuda mutua. 

	
· Y en los enfermos diabéticos, empeoramiento de su situación  (11) . 



Cada vez son más evidentes los efectos de la polución sobre la salud humana, de la contaminación acústica, de los ruidos. En este sentido, es necesario adoptar una estrategia global en relación al medio ambiente y la salud, de acuerdo con el principio de prevención y de precaución, y tener en cuenta a los colectivos especialmente vulnerables como los niños, enfermos y personas de edad.

Esta prevención, esta cautela, en evitación de los problemas contra la salud que conlleva el ruido, es la que expone el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, ratificado en Roma el 25 de marzo de 1957, versión consolidada  (12) . Esta afectación a la salud es la que se intenta proteger:


«Art. 174. TÍTULO XIX (antiguo título XVI)

MEDIO AMBIENTE

Art. 174. Antiguo art. 130 R1. La política de la Comunidad en el ámbito del medio ambiente contribuirá a alcanzar los siguientes objetivos:

- la conservación, la protección y la mejora de la calidad del medio ambiente;

- la protección de la salud de las personas;

- la utilización prudente y racional de los recursos naturales;

- el fomento de medidas a escala internacional destinadas a hacer frente a los problemas regionales o mundiales del medio ambiente.

2. La política de la Comunidad en el ámbito del medio ambiente tendrá como objetivo alcanzar un nivel de protección elevado, teniendo presente la diversidad de situaciones existentes en las distintas regiones de la Comunidad. Se basará en los principios de cautela y de acción preventiva, en el principio de corrección de los atentados al medio ambiente, preferentemente en la fuente misma, y en el principio de quien contamina paga.»



Estos son los principios generales del Derecho que deben iluminar toda la legislación, dados, como hemos visto, las importantes consecuencias naturales que lleva estar afectado por contaminación acústica:


	
1. Principio de cautela. 

	
2. Corrección en el foco emisor, no en el receptor. 

	
3. El que contamina, el que se beneficia, es el que tiene que tomar las medidas correctoras. El que contamina paga. 



Este último principio, como expondremos, no se aplica de hecho, entre otras razones, porque una legislación que propugna la medición acústica como único diagnóstico posible se enfrenta absolutamente contra los principios europeos del Medio Ambiente donde prevalece el principio de cautela. La medición se convierte en una dilación y en un obstáculo.

Por añadidura, existen otros diagnósticos posibles además de las mediciones acústicas, más acordes con los principios de cautela, como pueden ser el reconocimiento del lugar y la indagación de si el foco emisor cumple las mejores técnicas disponibles.

El conseguir que una actividad que emite muy por encima de los límites legales sea comprobada por mediciones sonométricas oficiales se convierte en una labor desesperante y en un auténtico peregrinaje institucional. Presentando múltiples escritos en las Administraciones que ni siquiera son contestados. Mientras se hace o no se hace dicha medición, la actividad sigue emitiendo y vulnerando la salud, la pasividad administrativa repercute en la salud integridad e intimidad de las personas que pueden estar sometidas a afecciones acústicas durante meses y meses sin solución.

El Derecho Comunitario vincula tanto al Derecho Público como al Privado. En esta línea se orientaba también la hasta ahora fallida Constitución Europea (sustituida por el Tratado de Lisboa). Con todo ello la salud es la que pierde.
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	«Se han realizado estudios sobre el ruido como una de las causas de la muerte de los cetáceos (pérdida de orientación por los sonares de los barcos)... y se ha afirmado que los pájaros están abandonando las ciudades por la imposibilidad de comunicarse con sus cantos, debido al fuerte ruido ambiental. De forma que sus cantos amorosos no sirven en la ciudad para encontrar pareja. Los conejos, junto a campos de maniobra militares, mueren... y las vacas dan menos leche», Heikki HIRVONEN. Impact of highway construction and traffic on a wethland bird community, California 2001.
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La ex ministra de Medio Ambiente, Cristina Narbona, dijo en abril de 2007 en Ceuta que el ruido y la contaminación en el mar son dos de las causas determinantes en el incremento de las muertes de cetáceos en el área del Estrecho de Gibraltar.

En declaraciones a los periodistas, la titular de Medio Ambiente hizo alusión al incremento en las muertes de cetáceos que se están produciendo en las costas de Andalucía y Ceuta, donde aparecen frecuentemente cadáveres de delfines, ballenas y tortugas marinas.

La ministra dijo que se conocen las causas «por las que sufren los cetáceos» y citó «sobre todo el ruido que a ellos les llega muy amplificado y provoca la enfermedad e incluso la muerte, ya que muchos varamientos de cetáceos tienen que ver con este problema».

Además argumentó que en general toda la fauna marina «se ve agredida por la contaminación en el mar, por lo cual el Ministerio de Fomento, del que depende la lucha contra la contaminación, ha aumentado en estos años los medios públicos para vigilar el mar y intentar reducir los episodios de este tipo porque afectan a toda la vida marina». Cristina Narbona afirmó que «hace un mes y medio se aprobó un Decreto para la protección de los cetáceos para introducir nuevas exigencias en cuanto al tráfico marítimo para que cuando estén identificados flujos de cetáceos se establezcan perímetros de protección».

La ministra dijo que dentro de estos perímetros «queda prohibido todo acto que pueda suponer una incidencia negativa sobre los cetáceos, por lo que el decreto está en vigor y es un instrumento al servicio de la preservación de estos cetáceos que son un activo más de nuestra riqueza biológica, en este caso la marina».
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Como mero ejemplo: Ley 8/1999, de 27 de octubre, del Espacio Natural de Doñana, art. 44: «Infracciones administrativas respecto de otras actividades humanas en el Espacio Natural de Doñana».

Son infracciones administrativas respecto a otras actividades humanas no enunciadas en los artículos precedentes y que se lleven a efecto en el territorio del Espacio Natural de Doñana las siguientes acciones u omisiones:

e) La producción de cualquier ruido o reclamo de atracción para fauna no autorizado y que altere el normal desenvolvimiento de las especies que habitan en el Espacio Natural de Doñana».
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	Tanto es así que algunos especialistas como el psiquiatra doctor don Raúl FERNÁNDEZ VILLAMOR ORTIZ mantienen que en aquellas personas afectadas durante años la única solución es el cambio del domicilio habitual, incluso aunque el ruido desaparezca (Ratificaciones ante los Juzgados de periciales). Según la encuesta de condiciones de vida 2007 publicada por el INE, el 25,7% de los hogares presentan ruidos por vecinos o de la calle. El ruido viene siendo el problema ambiental más denunciado por los ciudadanos y al que la Administración no presta una atención proporcional. Las Comunidades Autónomas más afectadas son Ceuta y Melilla 44,1%, Comunidad Valenciana 34,8% y Andalucía con un 29,3%.
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	Informe especial sobre contaminación acústica en Andalucía, derivado de actividades recreativas y consumo de bebidas en las vías públicas, Defensor del Pueblo Andaluz, 1996. En un informe de la Defensora del Pueblo de Navarra de febrero de 2007 se dice: «Como balance global, el informe resalta que, salvo excepciones, la intervención de las administraciones públicas en esta materia "no está siendo suficientemente eficaz"; muchos responsables públicos “minusvaloran” la importancia del problema y persisten “casos históricos” que generan una “sensación de impotencia” entre los ciudadanos, que se ven obligados a recurrir a la vía judicial o a la oficina de la Defensora del Pueblo. No obstante, se subraya que la jurisprudencia “está empezando a exigir responsabilidades no sólo a los propietarios de los locales sino al ayuntamiento respectivo cuando se constata que éste no adoptó las medidas oportunas para evitar que continúen los ruidos.»
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Introducción 



En el presente epígrafe vamos a intentar responder a diversas cuestiones:


	
1. Si la división de Derecho Público-Derecho Privado resulta relevante, y lo es en esta materia. 

	
2. Si el medio ambiente (y dentro de él la contaminación acústica) es un concepto exclusivo de Derecho Público. 

	
3. Si tiene o no justificación la exclusión del ruido vecinal del Derecho Público. 

	
4. Si el respeto de los límites administrativos es equiparable al concepto de tolerabilidad de un ruido determinado. 

	
5. Importancia de los usos locales en la contaminación acústica 

	
6. Últimas consideraciones. 








¿Es la división de derecho público-derecho privado relevante en esta materia? 



Esta disyuntiva ha podido ser objeto de una división fundamental, aun para aquellos que la rechazan. Y no cabe ocultar que ha sido objeto de severas críticas y decididamente repudiada por algunos autores.

Entre otros argumentos, se ha utilizado el de que no puede establecerse una división del Derecho basada en el interés que tratan de proteger sus normas, porque el Derecho siempre está orientado a la satisfacción de un interés colectivo aunque a veces sea a través de ventajas establecidas en favor de los individuos singularmente considerados; y no ha faltado, por otra parte, quien ha negado fundamento a la distinción defendiendo a ultranza la unidad indisoluble del Derecho.

Sin embargo, esta clasificación sigue manteniéndose en la mayoría de los autores y goza de un predicamento todavía no superado, en concreto desde el punto de vista de la enseñanza y el estudio del Derecho y de la organización competencial de los Tribunales de Justicia, si bien es cierto que los criterios de diferenciación han ido completándose en los últimos tiempos. A nuestro juicio, el más interesante es el siguiente: Derecho público es el que regula la organización de la sociedad y la actividad del Estado y de los demás agregados políticos menores, así como las relaciones de éstos entre sí y las relaciones de estas entidades y los individuos (o personas privadas); relaciones estas últimas en las que las entidades a que nos acabamos de referir se presentan en una posición de supremacía respecto de los individuos, los cuales, a su vez, se presentan en la posición de subordinación. Incluye la vigilancia de las actividades  (1) . Por el contrario, se entiende que Derecho privado es el que regula los intereses particulares y las relaciones entre los sujetos que en ellos participan, sujetos que se encuentran entre sí, de ordinario, en posición de igualdad; en tales relaciones pueden participar también las entidades públicas, las cuales, en tal caso, están sometidas al Derecho privado lo mismo que los individuos.

No somos partidarios de que en el caso de que unas personas padezcan problemas de ruidos cuyo origen sean los propios vecinos (no sólo de actividades necesitadas de licencia sino también de actividades meramente privadas) no sea viable también la opción de pedir el auxilio del Derecho público. El Derecho público regula las relaciones entre personas jurídico-públicas o entre éstas y particulares, pero también sin duda tiene la función y el deber de hacer cumplir las normas a través de la actuación administrativa. Puede haber razones oportunas que hagan más conveniente un procedimiento contencioso-administrativo que uno civil por parte de una o varias comunidades de propietarios o de personas individualmente consideradas (como mero ejemplo, esas razones pueden ser el riesgo de las costas, o bien el miedo a represalias de actividades ilícitas pero muy lucrativas).

La división entre Derecho Público y Derecho Privado resulta, por tanto, sin duda importante.
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	Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, BOE 14 julio. Sobre la relativización de la distinción entre Derecho Público y Derecho Privado, PÉREZ MORENO, A., Nuevas Ramas del Derecho: Derecho Urbanístico y Derecho Medioambiental, Discurso leído el día 15 de abril del 2007, Recepción pública como miembro de la Real Academia de Legislación y Jurisprudencia, Sevilla 2007.
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¿Es el medio ambiente (y dentro de él la contaminación acústica) un concepto exclusivo de derecho público? 



La primera vez que se utiliza normativamente el concepto de medio ambiente es precisamente en el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP), aprobado por Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre:


«Art. 1

El presente reglamento, de obligatoria observancia en todo el territorio nacional, tiene por objeto evitar que las instalaciones, establecimientos, actividades, industrias o almacenes sean oficiales o particulares, públicos

o privados a todos los cuales se aplica indistintamente en el mismo la denominación de "actividades", produzcan incomodidades, alteren las condiciones normales de salubridad e higiene del medio ambiente y ocasionen daños a las riquezas pública o privada o impliquen riesgos graves para las personas o los bienes.»



Y añade, en su artículo tercero, mencionando expresamente ruidos y vibraciones:

«Serán calificadas como "molestas" las actividades que constituyan una incomodidad por los ruidos o vibraciones que produzcan o por los humos, gases, olores, nieblas, polvos en suspensión o sustancias que eliminen.»


En la legislación española, el mandato constitucional de proteger la salud (art. 43 de la Constitución) y el medio ambiente (art. 45 de la Constitución) engloba, en su alcance, la protección contra la contaminación acústica. Son, por tanto, derechos públicos con repercusiones netas privadas y, en caso de duda de interpretación, deben prevalecer los derechos fundamentales (integridad, intimidad, inviolabilidad).

Ya sabemos que los arts. 43 y 45 CE no se refieren a derechos fundamentales, pero, como veremos, están intrínsecamente unidos a ellos. El derecho fundamental a la integridad física (art. 15) está íntimamente unido al mandato constitucional de protección de la salud del art. 43.

Expone el profesor PÉREZ LUÑO que:

«Debe apuntarse también la posibilidad de que las obligaciones y responsabilidades que dimanan de la constitucionalización del medio ambiente permitan el ejercicio de acciones no sólo frente a los poderes públicos, sino también en el seno de relaciones jurídicas privadas»  (1) .


La Ley General de Sanidad (Ley 14/1986)  (2)  reivindica, no obstante, el tratamiento público y considera competente a la Administración Pública para tomar medidas congruentes contra los ruidos y vibraciones. En el mismo sentido, la Ley de Costas (Ley 22/1988)  (3)  y la Ley de Bases de Régimen Local (Ley 7/1985 de 2 de abrilBOE núm. 298, modificada por Ley 57/2003, de 13 de diciembre, BOE de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local). También establecen esta competencia las diversas normativas autonómicas que han venido a sustituir al Reglamento estatal de actividades molestas, al igual que las Ordenanzas locales al defender el tratamiento y la solución con normas de Derecho Público para la contaminación acústica.

«Son los propios ciudadanos, sin embargo, los que claman continuamente por esa intervención...»  (4) .


Algunos ejemplos de reglamentación jurídica de Derecho Público en la lucha contra el ruido es la prohibición que contienen las Ordenanzas Municipales contra ruidos de Murcia y Sevilla, dado que prohíben las instalaciones de actividades musicales nuevas y otras actividades molestas, de nueva implantación, en edificios de viviendas o colindantes de viviendas. Dicho objetivo también se consigue temporalmente con la declaración de zonas saturadas o distancias mínimas. Éstos son ejemplos de la lucha contra el ruido desde el Derecho Público y desde la planificación.

No obstante, como veremos, la protección del medio ambiente no puede quedar sólo y exclusivamente en manos del Derecho Público.

La conservación y mejora del medio ambiente, íntimamente ligada al desarrollo de la persona y de los derechos fundamentales de la misma, constituye un principio general del Derecho que ha de informar la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de las Administraciones públicas.

Se constata la insuficiencia del Derecho Privado para ofrecer plena satisfacción a la solución de conflictos de naturaleza colectiva, como es el problema de la responsabilidad civil por daños causados al medio ambiente, donde a menudo es difícil identificar víctimas y agresores. Insuficiencia que emana de la carencia de la acción pública en una rama del ordenamiento reguladora de conflictos individuales, y también del mantenimiento de la responsabilidad subjetiva en el Derecho Civil ordinario (art. 1902 del Código Civil). En consecuencia, hemos de propugnar:


	
a) El impulso de la actual tendencia a la objetivación de la responsabilidad extracontractual, en el área del medio ambiente. Tendencia ya cristalizada en el Derecho positivo en el sector normado por las Leyes especiales, como la Ley de Navegación Aérea de 21 de julio de 1960 y la Ley de Responsabilidad Civil en Materia de Energía Nuclear de 29 de abril de 1964, y que debe llevar, para el Derecho Civil regulado por el Código, y mientras subsista el actual art. 1902 que establece la responsabilidad por culpa, a identificar la culpa en cuanto a efectos con la actividad de creación de riesgo para el mantenimiento del medio ambiente. La Ley 26/2007, de 23 de octubre de Responsabilidad Medioambiental ha resultado decepcionante en este aspecto. 

	
b) Impulsar igualmente la tendencia actual de socializar el resarcimiento de daños colectivos, mediante el mecanismo jurídico del aseguramiento de los daños, de manera al menos parcial. 

	
c) Eventualmente, también la instauración de la acción pública en el Derecho Privado para hacer efectiva la exigencia de responsabilidad civil por daños causados al medio ambiente. 



La regulación para la defensa del medio ambiente es primordialmente de naturaleza pública, ya que defiende intereses colectivos. Pero si el Derecho Privado ha resultado insuficiente, el Derecho Público ha devenido ineficaz. Ello no obsta para que aparezcan intereses y derechos individuales, para cuya defensa el Derecho Privado tiene posibilidades preexistentes.

Por cauces no especialmente previstos del Ordenamiento Civil, que permiten exigencias de responsabilidad por conductas determinantes de perjuicios ocasionados a particulares, resultan beneficiados los intereses colectivos propios del medio ambiente.

Las relaciones de vecindad pueden explicar la atribución de derechos de defensa a quienes se encuentran perjudicados por actos, en principio, presuntamente legítimos, llevados a cabo dentro de un predio ajeno, pero que trascienden al propio, afectando contenidos patrimoniales.

Los arts. 590 y 1908 del Código Civil determinan criterios sobre la anormalidad de los usos de la propiedad y sobre la no tolerancia de los titulares de predios ajenos. Pero las reclamaciones sobre la base de la regulación de la vecindad constituyen un remedio limitado, sólo adecuado para combatir los daños ambientales en un número restringido de casos.

Sin que se trate de relaciones vecinales propiamente dichas, pueden exigirse responsabilidades con fundamento en relaciones contractuales, si se estima alterada unilateralmente la situación jurídica que liga a arrendadores y arrendatarios, por la introducción de usos no previstos en el contrato, ambientalmente nocivos y que pueden perturbar a los restantes moradores del inmueble.

El art. 114.8 de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 24 de diciembre de 1964 preveía la resolución del contrato de arrendamiento de vivienda o de local de negocio cuando se acreditaba que en ellos se realizan actividades peligrosas, incómodas e insalubres. Lo mismo cabe decir del art. 27.2 apartado e de la vigente Ley 29/1994 de 24 de noviembre de Arrendamientos Urbanos. Resulta que el ánimo de recobrar la disposición del piso o local por parte del propietario y de obtener mayores ventajas económicas en contratos sucesivos implica la eliminación de actividades molestas para los demás vecinos. Es evidente que estas acciones afectan a las protecciones propias del Derecho Ambiental.

Y de forma semejante, se contribuye al mismo resultado, atendiendo al art. 7 de la Ley de Propiedad Horizontal de 21 de julio de 1960, que amparaba a los vecinos, por cauces de Derecho Privado, prohibiendo al propietario y al ocupante desarrollar actividades no permitidas en los Estatutos. De incumplirse tales previsiones, el resto de los copropietarios pueden obtener del Juez orden de lanzamiento, la resolución del contrato, si se trata de ocupante no propietario, o la privación temporal del uso del piso o local, si el que incurre en tales conductas es el propietario.

Dentro del Ordenamiento Privado, la responsabilidad derivada de los daños producidos al medio ambiente se refiere a la responsabilidad extra-contractual, de modo prevalente y preferente.

El fundamento de la responsabilidad puede ser objeto de tesis contrapuestas, pero no es concebible al individuo sin responsabilidad, tanto jurídica como ética. En el ámbito jurídico se mantiene la distinción entre responsabilidad individual o por actos propios y responsabilidad por actos ajenos, señalando que no se trata de responsabilidad por culpa ajena, sino por la propia culpa, como se ha llegado a la responsabilidad por riesgo.

Todo ello da a entender que en el fondo de la responsabilidad por riesgo hay un principio de actuación culposa, ya subjetiva, ya meramente social, y este principio se comprende en los arts. 1902 y 1908 del Código Civil.

La referencia a la responsabilidad extracontractual por culpa no ofrece fundamento adecuado para remediar daños determinados por las características de las explotaciones industriales de una sociedad avanzada. De aquí que la jurisprudencia introdujo ciertas correcciones a la teoría clásica de la culpa, trasladando la carga de la prueba, lo que facilita la posición del perjudicado, ya apreciando existencia de negligencia, aun cuando se contase con las correspondientes licencias y se cumpliese con la reglamentación en vigor, ya exigiendo la máxima diligencia en actuaciones legítimas.

La creciente aceleración y manipulación de las fuerzas naturales por parte del hombre, utilizando una tecnología que no permite un control absoluto de su actuación, determina riesgos, que son inherentes a las modalidades de producción y que escapan de la posibilidad de su previsión, y por tanto de la imputación culposa de sus consecuencias.

Sin admitir pura y simplemente la tesis de la responsabilidad objetiva, se recurre a la teoría del riesgo para justificar la exigencia de compensaciones económicas aun por conductas lícitas, invocándose principios de justicia, de equidad o de culpa social.

La responsabilidad objetiva tiene un campo extraordinariamente receptivo en las relaciones reguladas por el Derecho Ambiental, ya que los daños causados al perturbarse el medio ambiente tienen carácter ocasional y son producto de fallos de los dispositivos técnicos de control. Este tipo de responsabilidad no siempre se exige por cauces de Derecho Privado, y si así se hace queda siempre por acreditar el nexo causal entre la conducta perturbadora del medio y el daño producido en los patrimonios individuales.

Si bien las normas de Derecho Privado suministran un apoyo subsidiario, o principal en muchos casos, para la exigencia de responsabilidades, los postulados estrictamente individualistas y economicistas en que se basan las hacen inadecuadas para afrontar la solución de conflictos de naturaleza colectiva, en los que ofrece una dificultad insuperable determinar quién es y en qué medida se han causado los daños y hasta qué punto éstos trascienden en términos patrimoniales evaluables a las economías individuales. Determinar en un complejo vecinal las víctimas y sus daños en una perspectiva subjetiva es difícil; como lo es también en la contaminación de aguas, producción de ruidos (daños psíquicos y de complicada ponderación), de olores, ondas, etc.

La imposibilidad de mantener los criterios de responsabilidad subjetiva ha llevado a la responsabilidad por riesgo, con forzado fundamento en la responsabilidad por culpa. La solución ha consistido en que el titular o poseedor de cosas peligrosas responde hasta el límite de la fuerza mayor y hasta ciertas sumas máximas, aunque no le sea imputable descuido alguno. El obligado asume las consecuencias de los acontecimientos dañosos con fundamento en el riesgo general de daños, cuya realización se incorpora al acontecimiento en cuestión. Los principios y circunstancias expuestas sobre responsabilidad civil en el Ordenamiento Privado en materia ambiental implican respecto del proceso civil lo siguiente:

Los particulares, patrimonialmente perjudicados por conductas ajenas que alteren el equilibrio ambiental, pueden acudir a los órganos jurisdiccionales que conocen del Ordenamiento Civil, instando la cesación de tales actividades y la asignación de las reparaciones procedentes.

Para ello podrán invocar la culpa contractual, si existiere un vínculo de esta índole, al amparo, por ejemplo, de la legislación de Arrendamientos Urbanos o de la Ley de Propiedad Horizontal; la culpa extracontractual del art. 1902 del Código Civil; o la perturbación de las relaciones de vecindad conforme a lo prevenido en los arts. 590 y 1908 del Código Civil.

Con fundamento en el Ordenamiento Administrativo, pero por la vía jurisdiccional ordinaria del proceso civil, también puede solicitarse la demolición de construcciones que no respetasen las prescripciones y limitaciones vecinales. El art. 236 de la Ley del Suelo de 1976 (art. 224 de la de 1956 y art. 305 del Real Decreto Legislativo 1/1992 de 26 de junio) establece que los propietarios y titulares de derechos reales podrán exigir ante los Tribunales ordinarios la demolición de las obras e instalaciones que vulneraron lo estatuido, respecto a la distancia entre construcciones, pozos, cisternas o fosos, comunidad de elementos constructivos u otros urbanos, así como las disposiciones sobre usos incómodos, insalubres o peligrosos, que estuviesen directamente encaminadas a tutelar el uso de las demás fincas.

También está al alcance de los propietarios y poseedores la vía interdictal para paralizar nuevas construcciones que interfieran en sus derechos, si violan las normas administrativas sobre uso del suelo; y ello aunque vengan amparadas por licencia, si ésta se estima que es flagrantemente ilegal. No puede olvidarse que estos cauces encuentran serias dificultades, en virtud de la reserva de los Tribunales ordinarios para conocer y no conservar las decisiones administrativas.

En todos los procesos ventilados ante la jurisdicción ordinaria, que implican protección del medio ambiente, aparecen dificultades notables para determinar quiénes son estrictamente los responsables de los daños producidos. Baste recordar los aportes a la contaminación de los propietarios individuales de vehículos de motor, la determinación de los responsables del nivel de ruidos en una ciudad o en la vecindad de un aeropuerto o la verificación de la autoría de la contaminación de las aguas en la que vierten un elevado número de industrias, que a su vez producen contaminación atmosférica.

No obstante, debemos propulsar la vía civil en la lucha a favor del medio ambiente y del medio ambiente más común que el medio ambiente urbano. Con especial incidencia de la reinserción en nuestro Derecho Civil de la protección del Medio Ambiente en general y de los derechos fundamentales que se ven vulnerados al no ser debidamente respetado.

En la actualidad, en los grandes núcleos de población, este problema ha adquirido señalada importancia.

Sus efectos han trascendido de la mera esfera individual del particular para transformarse, muchas veces, en materia encomendada «teóricamente» a las autoridades públicas encargadas de velar por la tranquilidad de los ciudadanos.

Dentro de la legislación española, en el Ordenamiento Privado, nuestro Código Civil no contiene preceptos en los que expresamente se prohíban los ruidos excesivos. No queda más solución, si pretendemos regular este problema a tenor de aquel cuerpo legal, que acogernos al art. 1902, que formula el principio general de la culpa extracontractual, y el más específico, pero sólo aplicable por analogía, del art. 1908. En cuanto al art. 1902, ha de atenderse al cumplimiento de los requisitos que la jurisprudencia exige, y estos requisitos se desenvuelven especialmente cuando el hecho productor del daño es un ruido.

En cuanto a la aplicación del art. 1908 del Código Civil a la responsabilidad derivada de los ruidos, éstos no se mencionan en el texto legal, pero una razón de analogía bastante clara podría aplicarles la misma consecuencia, es decir, la responsabilidad del propietario del inmueble o lugar de donde aquéllos partan por los daños causados en virtud de los mismos; exigiendo prueba suficiente de los daños y demás requisitos de la responsabilidad extracontractual, nada se opone a que se sancione al causante de los ruidos.

En el ámbito contractual no cabe duda que pueda pactarse la prohibición de hacer ruidos, al amparo de la libertad de contratación del art. 1255 del Código Civil, y particularmente en los contratos de arrendamientos de inmuebles, puede obligarse el arrendador a no hacer ruidos, ya que ello forma parte de su obligación de mantener al arrendatario en el goce pacífico del arrendamiento (art. 1554.3), y también puede ser la prohibición de hacer ruido una de las particularidades del uso por el inquilino de la cosa arrendada. Incluso puede ser la producción de ruido la causa de resolución del contrato de arrendamiento urbano, a tenor de la causa núm. 2 letra e del art 27 de la vigente Ley 29/1994 de 24 de noviembre, en cuanto ello pueda representar ejercer dentro de la vivienda actividades notoriamente «molestas» para los demás inquilinos o arrendatarios, los cuales por mayoría pueden obligar al arrendador a solicitar la resolución del contrato por esta causa.

No quiere decirse con ello que los ruidos no tengan un importantísimo aspecto de orden público, cuya prevención principal no incumbe a los Tribunales.

De los preceptos de la Ley de Régimen Local pueden hacer uso los municipios, para prohibir y sancionar dentro del término municipal la producción de ruidos excesivos. Lo mismo puede decirse en la Ley de Bases de Régimen Local de 2 de abril de 1985, en su art. 25.2, apartados b), f), h) e i).

No obstante el verdadero caos de la justicia (sin paliativos políticamente correctos) hace más aconsejable por eficaz la vía judicial privada pese al riesgo de las costas; riesgo obviamente más importante, para la parte económicamente más pobre, para el demandante y para el que tiene que probar.
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¿Tiene o no justificación la exclusión de hecho del ruido vecinal del derecho público? 



El exceso de ruido exterior constituye una de las principales quejas de los españoles y en todo caso debe haber una subordinación teleológica de las Instituciones y los valores patrimoniales e intereses económicos a la protección de los derechos personales  (1) .

Esta defensa de la salud es un principio de interés general y no puede dejarse en manos exclusivamente del Derecho Privado.

La Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio de 2002, sobre evaluación y gestión del ruido ambiental, establece que la presente Directiva no se aplicará al ruido producido por las actividades domésticas por los vecinos (2) .

Este es el principio general que impone excluir el ruido doméstico o vecinal.

Esta Directiva se transpone por la Ley del Ruido que, en su art. 2, regula el ámbito de aplicación (Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido):


«1. Están sujetos a las prescripciones de esta Ley todos los emisores acústicos, ya sean de titularidad pública o privada, así como las edificaciones en su calidad de receptores acústicos.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta Ley los siguientes emisores acústicos:

a) Las actividades domésticas o los comportamientos de los vecinos, cuando la contaminación acústica producida por aquéllos se mantenga dentro de límites tolerables de conformidad con las ordenanzas municipales y los usos locales.»



Por ello, en general, está dentro del ámbito de la Ley 37/2003 todo ruido que afecta al exterior, al espacio público, ya sea emitido por una persona pública o privada.

Ahora bien, una cosa es que el ruido sea antijurídico y otra que este recogido en el ámbito específico de la Ley 37/2003.

¿Es que los ruidos no admisibles jurídicamente pero que sólo perjudiquen en el ámbito privado salen de dentro del ámbito de la Ley 37/2003?

Se trata de una pregunta decisiva en relación con el problema presentado de si el Derecho Público puede proteger a los particulares afectados por esta inmisión.

La respuesta es que aquellos ruidos que no sean admisibles civilmente pero que, por las razones que sean, no se puedan demostrar que llegan a exceder los límites administrativos, salen fuera del ámbito de esta Ley. No exceden el ámbito de la Ley siempre que no estén excluidos expresamente y sobrepasen los límites de emisión o inmisión administrativos.

Pero queda claro todo ello teniendo en cuenta que el principio general es la exclusión del ruido vecinal o doméstico.

Luego el Derecho Público excluye el ruido vecinal (el más común) y a mayor abundamiento, y por supuesto el que no sobrepase los límites administrativos conforme a las ordenanzas locales o los usos locales.

La referencia a qué quedará dentro o fuera de la Ley si se sobrepasan los límites tolerables de los usos locales carece de relevancia práctica, ya que esos usos locales no son un criterio claro determinante. O no existen o pueden llegar a confundirse con usos empresariales, independientemente de su escaso valor efectivo.
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Art. 2. Ámbito de aplicación

1. La presente Directiva se aplicará al ruido ambiental al que estén expuestos los seres humanos, en particular en zonas urbanizadas, en parques públicos u otras zonas tranquilas en una aglomeración, en zonas tranquilas en campo abierto, en las proximidades de centros escolares y en los alrededores de hospitales, y en otros edificios y lugares vulnerables al ruido.

2. La presente Directiva no se aplicará al ruido producido por la propia persona expuesta, por las actividades domésticas, por los vecinos, en el lugar de trabajo ni en el interior de medios de transporte, así como tampoco a los ruidos debidos a las actividades militares en zonas militares.
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¿Es el respeto de los límites administrativos equiparable al concepto de tolerabilidad de un ruido determinado? 



Evidentemente existe una confusión (hasta cierto punto maliciosa) entre tolerabilidad y límites administrativos. Es obvio que existen ruidos intolerables aunque no se sobrepasen los límites administrativos o aunque no se puedan demostrar por su dificultad que se sobrepasan esos límites administrativos.

La tolerabilidad y el hecho de no sobrepasar los límites administrativos no son ni mucho menos equiparables; y menos admisible es que lo haga una norma con rango de Ley.

La Ley andaluza de Gestión integrada de la Calidad Ambiental  (1) , establece:


«Art. 65. Ámbito de aplicación.

1. La presente Ley se aplicará a las actividades susceptibles de producir contaminación acústica sea cual sea la causa que la origine.

2. No obstante, se excluyen de su ámbito de aplicación.

a. Las actividades militares, que se regirán por su legislación específica.

b. Las actividades domésticas o comportamientos de los vecinos cuando la contaminación acústica producida por aquellos se mantenga dentro de los límites tolerables de conformidad con las ordenanzas municipales y los usos.

c. La actividad laboral, respecto de la contaminación acústica producida por ésta en el correspondiente lugar de trabajo, que se regirá por lo dispuesto en la legislación laboral.»



Un primer comentario fundamental es que el criterio decisivo consiste en determinar si se sobrepasan o no los límites administrativos. La necesidad de la medición se constituye en el centro del problema; evidentemente no sabremos si esos límites se sobrepasan si no medimos.

Luego para el Derecho Público en principio se excluye el ruido vecinal mientras que no se mida. Dicha medición constituirá en la práctica un obstáculo importante para la tutela de las personas.

En segundo lugar, aunque dicho sea de pasada; entendemos que se excluya el ruido militar, pero tal y como ha indicado el Defensor del Pueblo Estatal reiteradamente, sólo y exclusivamente en el interior de terrenos militares. El régimen actual (excluir todo el ruido de origen militar), en nuestra opinión es de difícil justificación.

Hay que indicar que el mayor problema que afecta a los ciudadanos es el ruido vecinal, y éste queda prácticamente fuera de la aplicación de la Ley del Ruido.

Es una Ley denominada del Ruido que no trata el problema de lo que un ciudadano común entiende por tal.

Es decir, se considera tolerable todo aquello que no sobrepase los límites administrativos. Nosotros entendemos que civilmente esto no tiene por qué ser así  (2) . El concepto de tolerabilidad civil no tiene mucho que ver con el cumplimiento de límites administrativos sino, por el contrario, tiene en consideración otros muchos factores.

Incluso puede haber infracciones jurídico-civiles aunque se respeten los límites administrativos.

Pero es que en el fondo, y en la práctica, después de todos los requisitos que establece el Derecho Público para tutelar y cumpliendo todos y cada uno de ellos, aunque los problemas de ruido vengan después incluidos en las Ordenanzas Municipales, los Ayuntamientos se inhiben, indicando, que son problemas de Derecho Civil  (3) .

Evidentemente no es necesario que recordemos la cantidad de personas que viven en las urbes y cuántas de ellas viven en régimen de propiedad horizontal. También es redundante y obvio decir que las posibilidades de perturbaciones por ruido son enormemente mayores entre personas que viven en dicho régimen, que entre las que viven en chalés aislados.

Las posibilidades económicas, en principio, son también importantes y mientras más barato sea el piso o vivienda peor será, sin duda, la calidad de los paramentos acústicos. Menor espacio y menor calidad.
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	Una Sentencia de Baracaldo de 1 de octubre de 2007 (ratificada por la AP Vizcaya Secc. 5.ª, Sentencia n.º 473/08 de 1 de octubre de 2008), condena a Supermercados Día a anular las soluciones de ventilación existentes y que cesen las inmisiones acústicas con expresa condena en costas. Expresa la sentencia de lo civil que si bien es cierto que todas las mediciones son inferiores al límite de 30 decibelios que para los dormitorios establece la Ordenanza de Baracaldo, no cabe desconocer que -como afirman los vecinos afectados y dijo el perito en el acto del juicio- otras normativas municipales suelen reducir el nivel máximo permitido en horario nocturno para dormitorios a 25 decibelios, como por ejemplo en los casos enjuiciados por las SSAP de Castellón, sección 1, de 3 de mayo de 2002, y de Madrid, sección 19 de 18 de marzo de 2005, y que de acuerdo con la doctrina jurisprudencial antes expuesta, la estimación de la demanda procede cuando la normativa reglamentaria se revela insuficiente para evitar inmisiones que excedan de la normal tolerancia propia de las relaciones de vecindad, debiendo tenerse en cuenta que se trata de ruidos nocturnos en dormitorios, con niveles altos, con ruidos molestos consistentes en zumbidos de motores que se apagan y se encienden, como acreditan el interrogatorio de los actores y sus familiares y sus reiteradas denuncias, el del testigo vecino del segundo piso que afirma oír por la noche el ventilador a saltos, y los agentes de la policía local que acudieron al primero izquierda a altas horas de la madrugada y manifestaron percibir el zumbido y el ruido importante, así como lo manifestado por el perito en el acto de la vista sobre mediciones con resultados cercanos al límite máximo de la Ordenanza, pero con ruidos especialmente molestos por la existencia de algunos tonos impulsivos y de baja frecuencia propios de la ventilación, cuyas apreciaciones han de prevalecer sobre las del perito de la empresa por cuanto la oscilación por apagado y encendido acreditada por el interrogatorio de los testigos es reconocida expresamente para los compresores frigoríficos en el Anexo del proyecto del supermercado, lo que desmiente la afirmación de las demandadas de que el ruido es menos molesto por ser continuado todo el tiempo, de modo que ha de llegarse a la conclusión de que esos ruidos nocturnos en estancias interiores y de descanso como los dormitorios producen unas molestias relevantes, que dificultan de forma considerable un desarrollo de la actividad cotidiana en la propia vivienda al que toda persona ostenta pleno derecho por exigirlo así su intimidad personal y familiar, en un ámbito tan fundamental para el desarrollo de la personalidad como lo es el domicilio familiar. Por todo ello, procede estimar la demanda y condenar a la arrendataria demandada, Supermercados Día, a realizar las obras de insonorización necesarias para reducir las inmisiones por debajo de un límite tolerable. En este mismo sentido, SSAP de Navarra Sección Primera de 6 de julio de 2005 y La Coruña Sección Tercera de 3 de mayo de 2005.
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- Ordenanza de Sevilla: Art. 1. Objeto de la Ordenanza.

La presente Ordenanza tiene por objeto regular la protección del medio ambiente urbano frente a los ruidos y vibraciones que impliquen molestia, riesgo o daño para las personas o bienes de cualquier naturaleza.

Art. 2. Ámbito de aplicación.

Quedan sometidas a las prescripciones establecidas en esta Ordenanza, de observancia obligatoria dentro del término municipal de Sevilla, todas las actividades, instalaciones, medios de transporte, máquinas y, en general, cualquier dispositivo o actuación pública o privada, que sean susceptibles de producir ruidos o vibraciones que impliquen molestia, riesgo o daño para las personas o bienes de cualquier naturaleza.

- Ordenanza de Córdoba: Artículo 1. Objeto de la Ordenanza.

La presente Ordenanza tiene por objeto regular las conductas de los particulares y de la Administración municipal, para la protección del medio ambiente urbano frente a ruidos y vibraciones que impliquen molestia grave, riesgo o daño para las personas o bienes de cualquier naturaleza, en el término municipal de Córdoba.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Quedan sometidas a las prescripciones establecidas en esta Ordenanza, de observancia obligatoria dentro del término municipal de Córdoba, todas las actividades, instalaciones, medios de transporte, máquinas y, en general, cualquier dispositivo o actuación pública o privada, que no estando sujeto a evaluación de impacto ambiental o informe ambiental, de conformidad con el art. 8 de la Ley 7/1994 de 18 de mayo de Protección Ambiental de Andalucía, sean susceptibles de producir ruidos o vibraciones que impliquen molestia grave, riesgo o daño para las personas o bienes de cualquier naturaleza.
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Importancia de los usos locales 



Según el art. 2 de la Ley del Ruido las actividades domésticas quedan excluidas de su ámbito si no sobrepasan los límites administrativos según las ordenanzas locales o los límites que fijen los usos locales.

Por ello debemos abordar la cuestión de determinar qué dicen los usos locales de los límites tolerables de contaminación acústica entre vecinos; es decir, por una parte nos encontramos con una remisión de la Ley del Ruido (Derecho Público) a los usos locales (Derecho Privado), usos locales a los que se refieren los arts. 1 y 590 del CC por remisión.

Dichos usos locales en esta materia no existen. Distintas asociaciones contra el ruido realizaron alegaciones a esta norma indicándolo, alegaciones que no fueron contestadas  (1) . La Administración, al no contestar las alegaciones vecinales, desaplica e ignora la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (que incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE que ya tenían que haber estado traspuestas hace ya mucho tiempo  (2) ).

La mayoría de las Comunidades Autónomas con carácter preventivo sí recogen dentro de sus competencias y amparan los problemas domésticos entre vecinos de contaminación acústica como un problema regulado en sus Leyes de protección ambiental autonómica. Véase art. 149.1.16.ª y 23.ª de la Constitución (3) .

Incluso hay muchas ordenanzas que amparan a los vecinos dentro del principio de autonomía local. Aunque la tutela efectiva es muy escasa.

La costumbre era entre nosotros una fuente de Derecho de alcance limitado, pues nuestro Derecho positivo hasta 1974 admitía solamente las costumbres de carácter local. El antiguo art. 6 del CC invocaba especialmente a «la costumbre del lugar» y el art. 1976 CC "se decía" había derogado las costumbres de carácter general (en materias reguladas por el Código Civil  (4) ).

La costumbre es una fuente autónoma supletoria que además puede ser invocada por la Ley. El problema es que estos usos en materia acústica o medioambiental no existen.

A lo sumo podría hablarse de «usos negociales» delimitados por las condiciones generales de los contratos y por las Leyes generales de protección de los consumidores  (5) .

Esta situación quedó profundamente modificada tras la reforma del Título Preliminar. En el actual art. 1 no se menciona en absoluto el carácter local de la costumbre (de esa costumbre local es, sin embargo, de la que habla desfasadamente la Ley Nacional del Ruido) y de los antecedentes legislativos resulta con claridad que la supresión se ha hecho con el fin de hacer posibles las costumbres generales, por la creencia en el valor dinámico y evolutivo de las normas consuetudinarias. Caben, pues, costumbres generales y también otras que sean regionales y comarcales, además de las simplemente locales. La supresión del carácter local parece significar que se admite que una costumbre general o regional puede aplicarse en un punto, aunque en él no haya tenido vigencia efectiva, pues en otro caso no habría sido una generalización de costumbres locales uniformes.

La costumbre es una fuente secundaria, no rige para ella la máxima iura novit curia, y aquel que alega ante los Tribunales la aplicabilidad de las normas consuetudinarias deberá probar la existencia, el contenido y alcance de tales normas. La jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo había reiterado la necesidad de la prueba de la costumbre por el que alega su aplicación y ahora acoge el mismo criterio el apartado 3 del art. 1 del Código Civil. Sólo si el litigante la prueba, la costumbre podrá ser aplicada. Por lo demás, para dicha prueba podrán las partes servirse de todos los medios a su alcance (v. gr., declaraciones de testigos, confesión, dictámenes de corporaciones, institutos, etc.)  (6) .

No obstante, hemos de aclarar que en el presente caso estamos exponiendo costumbres referidas por la Ley, que no son fuentes autónomas. En el caso de que existiesen, regirían, ya que la Ley remite a ellas.

¿Cómo probar cuáles son los límites tolerables de contaminación por ruido en los usos locales si realmente esos usos locales no existen? Tampoco existen los usos generales en esta materia. Mas al contrario, existe una alta objetivación y tecnificación en este asunto.

La referencia a qué quedará dentro o fuera de la Ley si se sobrepasan los límites tolerables de los usos locales carece de relevancia práctica, ya que esos usos sociales no son un criterio claro determinante. O no existen o pueden llegar a confundirse con usos empresariales, independientemente de su escaso valor efectivo.

Es curioso resaltar cómo el art. 590 del Código Civil también recoge los usos y establece:


«Nadie podrá construir cerca de una pared ajena o medianera pozos, cloacas, acueductos, hornos, fraguas, chimeneas, establos, depósitos de materias corrosivas, artefactos que se muevan por el vapor, o fábricas que por sí mismas o por sus productos sean peligrosas o nocivas, sin guardar las distancias prescritas por los reglamentos y usos del lugar, y sin ejecutar las obras de resguardo necesarias, con sujeción, en el modo, a las condiciones que los mismos reglamentos prescriban.

A falta de reglamentos se tomarán las precauciones que se juzguen necesarias, previo dictamen pericial, a fin de evitar todo daño a las heredades o edificios vecinos»  (7) .



Este artículo trata de la protección jurídico privada; los reglamentos que se citan son sólo una fuente autointegradora. De modo que esta referencia del Código Civil no constituye una manifestación de la posible intervención del Derecho Público en defensa de los particulares. (Recordemos la escasa importancia del Derecho Público a la fecha de publicación del Código Civil y la escasísima importancia al día de hoy de la costumbre y usos locales).

El art. 590 hay que interpretarlo conforme a la realidad social y de acuerdo a nuestro contexto normativo, artículo que se autointegra con el Derecho administrativo. Si hoy en día, construir pozos, cloacas, hornos, etc., exige licencia administrativa de obra y/o de actividad, y la antigua normativa indicaba en 1889 que no se podía construir sin las distancias que se establecían en los reglamentos....con más razón, si hoy en día se exige licencia, no se podrá construir si ni tan siquiera se dispone de dicha licencia y por ende, obviamente, si no se han tomado las distancias reglamentarias.

En conclusión, debe bastar la inexistencia de la licencia administrativa para hacer cesar la actividad. A mi modo de ver esto es de una obviedad aplastante pero los Tribunales no lo ven así. Nos encontramos con hornos, fraguas, chimeneas y artefactos que ni guardan las distancias, ni tienen licencias (y la necesitan) y los jueces civiles no ordenan su inmediata cesación.
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	Alegaciones de Juristas contra el ruido, Plataforma Estatal contra las actividades molestas y Granada contra el ruido.
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	RAZQUIN LIZARRAGA, J. A. y RUIZ DE APODACA ESPINOSA, A., Información y participación ciudadana y justicia en materia de medio ambiente. Comentario sistemático a la Ley 27/2006, 18 de julio, Aranzadi, Navarra, 2007.
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	Corresponde al Estado la Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias. El último Reglamento en esta materia es el Decreto 326/2003, de 25 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica en Andalucía, BOJA núm. 243 Sevilla, 18 de diciembre 2003 (BOE núm. 171 de 19 de julio de 2006).


	 Ver Texto 
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	Art. 1976: Quedan derogados todos los cuerpos legales, usos y costumbres que constituyen el Derecho civil común en todas las materias que son objeto de este Código, y quedarán sin fuerza y vigor, así en su contenido de Leyes directamente obligatorias, como en el de derecho supletorio. Esta disposición no es aplicable a las Leyes que en este Código se declaran subsistentes
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	LASARTE ÁLVAREZ, C., Principios de Derecho Civil, tomo I, Madrid, 1992, págs. 78 y 79. Considérese el Real Decreto 1/2007 de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias.


	 Ver Texto 
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	DÍEZ PICAZO Y GULLÓN, Sistema de Derecho Civil, 1988, págs. 143 y 144.


	 Ver Texto 
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	Desgraciadamente este artículo tiene unas posibilidades muy poco explotadas. Lamentablemente aun en casos de instalaciones que carecen de cualquier licencia los jueces civiles son muy pusilánimes en ordenar la retirada de las mismas. Incluso condenan en costas a las partes que pretenden un medio ambiente más sano (por ejemplo: aparatos de aire acondicionado sin licencia o antenas de telefonía móvil). No se puede construir si no se guarda la distancia de los reglamentos... ¿Pero qué ocurre si no existe ni tan siquiera licencia, de forma que no se ha podido comprobar de manera patente que las distancias son las prescritas en dichos reglamentos? ¿Carece ello de relevancia jurídico civil?
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Últimas consideraciones 



Por todo ello, y simplemente con carácter introductorio, nos parece en sus términos desacertada dicha norma de la Ley nacional del Ruido  (1) . Pretende canalizar el problema a un ámbito estrictamente civil y privado, lo cual en principio puede que no sea desacertado; pero obviamente la policía local debería prestar ayuda, colaboración, realizando mediciones y objetivando la realidad o no del problema, incluso intentando conciliar intereses contrapuestos.

Los poderes públicos no están sino certificando su propia incapacidad ya muy contrastada históricamente para solucionar el problema de la contaminación acústica. Véase el informe especial de contaminación acústica del Defensor del Pueblo Estatal del año 2005  (2) .

Por tanto, la solución será pública sólo si el «maltratador acústico» causante de la inmisión tiene algún tipo de licencia de actividad. (Entonces sí existirá la posibilidad de elegir fuero privado o contencioso-administrativo). Si el causante es un particular sin licencia de actividad en dicho piso o vivienda, la solución sólo puede ser privada (aunque «teóricamente» las ordenanzas indiquen que los Ayuntamientos tienen competencias para solucionar el problema) con gran alivio para los órganos administrativos y descanso para el Estado del bienestar.

Ese es el espíritu que informa la legislación pública por mucho que después lo suavice alguna normativa autonómica u ordenanza municipal. Es decir, teóricamente la intervención pública puede y debe proteger relaciones entre particulares. Pero si la actuación de los particulares se desarrolla dentro del ámbito jurídico privado sin necesidad de licencia administrativa, la actuación pública es prácticamente excepcional, incluso aunque se sobrepasen los límites administrativos.

Ello priva de una posibilidad de tutela a los moradores de una propiedad horizontal. Sólo podrán defenderse y protegerse contra un vecino ruidoso en vía civil, sin prácticamente ayuda de los organismos administrativos y con el coste que la objetivación (pericial de medición) comporta. La Ley del Ruido y sus Reglamentos de desarrollo han nacido limitados.

Esto no quiere decir que teóricamente (al comprender las Ordenanzas tanto los ruidos de actividades públicas como privadas) no se pudiera demandar al Ayuntamiento por no tutelar al particular ante los ruidos producidos por una actividad familiar (gritos, taconeos, fiestas habituales, o ruidos de cañerías o ascensores comunitarios, etc.), pero ello pertenece más al mundo de lo utópico que de lo real.

No obstante, la valoración y cuantificación del ruido a nivel civil es diferente de lo que se hace a nivel administrativo.

Pongamos un ejemplo, que entiendo clarificador:

En una comunidad de propietarios, si un vecino denuncia a otro porque habitualmente produce ruido muy fuerte, desde hace varios meses, por obras en su cocina, normalmente cuando llega la policía local pide la licencia de la obra e indica que la obra puede continuar si existe dicha licencia y con ello la labor de la Administración ha terminado.

El vecino denunciante no consigue que se mida el ruido que se produce y poder así determinar si el ruido de la obra sobrepasa o no los límites legales, aunque de forma evidente éste sobrepase dichos límites. Nos encontramos con que el Ayuntamiento, que es el órgano competente, no va a medir este ruido por obras y ello aunque la Ley del Ruido y todas las Ordenanzas municipales marcan que, al sobrepasar los límites legales, la Administración debe amparar a los ciudadanos.

Se confunde el problema urbanístico de la licencia de obras con el incumplimiento de los límites tolerables de ruido que son dos cosas distintas. En el segundo el Ayuntamiento ni siquiera entrará.

Habitualmente, la Administración ni siquiera llegará a medir y como regla general la Ley del ruido y las ordenanzas no se cumplirán; con lo cual, en su caso, tendrán que recurrir a la vía civil ante la decepción que normalmente conlleva la actuación administrativa, pese a su regulación legal expresa ante la impotencia de los derechos de los ciudadanos objeto de dicho amparo legal.

Ya hemos indicado que la monopolización de la defensa de la contaminación acústica por el Derecho Público nos parece una opción legislativa rígida y dura y tampoco pueden dejar de advertirse los inconvenientes de dejar en manos estatales exclusivas la defensa del medio ambiente y el ruido.

¿Cómo la Ley nacional del Ruido  (3)  en un caso de propiedad horizontal y estableciendo límites máximos de inmisión en piezas habitables por Leyes autonómicas (por ejemplo 30 decibelios de 11 de la noche a 7 de la mañana) va a amparar o no por vía administrativa según quien sea el infractor? ¿Dependiendo quien sea el infractor habrá o no amparo administrativo? ¿Es una solución igualitaria? Más le valdría haber hecho referencia a un uso tolerable, diligente y/o racional de las cosas. Ello va en contra de los principios que consagra nuestra Constitución y de la finalidad propia de un Estado de Derecho que proclama el Bienestar Social como uno de sus fundamentos.

En realidad, esta discusión nos hace retomar el antiquísimo dilema entre Derecho Público y Derecho Privado. Dualidad ya superada que viene a complicarse con la importancia que la distinción tiene de cara a la distribución de competencias entre las distintas Administraciones que realiza nuestra Constitución (art. 149).

Sin duda la distinción entre Derecho Público y Derecho Privado debe ser relativizada sirviendo de contrapunto en el problema de la contaminación acústica. Al verse afectados derechos fundamentales, debe quedar en un segundo plano todo lo que no sea proteger los bienes jurídicos fundamentales y prioritarios, estableciendo una clara jerarquización, en base a la Norma Fundamental a la que deben tener en cuenta las diversas normativas estatales y sectoriales, autonómicas y locales que inciden en el tema de la contaminación acústica.

Corresponde al Estado salvaguardar los derechos fundamentales (integridad y salud entre otros) y la seguridad y salubridad de las actividades mediante su vigilancia.

Cabe preguntarse cuáles son las consecuencias de la referida bipartición. Pues bien, acaso la más sensible sea la del diferente espíritu o carácter que presentan unas y otras normas. El Derecho público se encuentra informado sobre todo por un criterio de preferencia por los intereses generales o colectivos, que priman sobre los de carácter particular, mientras que las reglas de Derecho privado están fundamentalmente orientadas hacia la protección de los intereses particulares.

De lo que no cabe dudar es de que, cuando una comunidad de propietarios constituida bajo régimen de propiedad horizontal, demanda protección contra el ruido (de cualquier origen) es una colectividad que defiende sus derechos (entre ellos el derecho a un medio ambiente adecuado, y si se quiere los derechos fundamentales de sus miembros), entre otros a la integridad, intimidad, inviolabilidad de domicilio, y al descanso frente a intereses económicos o incívicos de una individualidad.

Es muy conocido, por ejemplo, el fenómeno de la «publicización» o administrativización del Derecho privado, signo inequívoco de la creciente invasión del criterio de protección de los intereses colectivos en el ámbito de las relaciones entre los particulares (sobre todo las de carácter económico) y que se materializa en fórmulas como la planificación económica, la intervención de mercados, la necesidad de licencias u otros requisitos administrativos...  (4) .

¿Proteger el medio ambiente de ruidos y vibraciones es materia y cometido de Derecho Público o de Derecho Privado? ¿Qué dice nuestra jurisprudencia?

La Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 7 de noviembre de 1990 (Ar. 8750), expresa en su Fundamento de Derecho lo siguiente:

«En este problema del respeto por el medio ambiente -en cualquiera de sus manifestaciones, la acústica entre ellas- los Ayuntamientos y, en general, todos los poderes públicos -por tanto, también los Tribunales- tiene que mostrarse particularmente rigurosos. Y este Tribunal Supremo, con machacona insistencia, así lo viene recordando con apoyo precisamente en el art. 45 de la Constitución. Y obviamente, esto no es una moda jurisprudencial más o menos pasajera, porque ante preceptos constitucionales tan claros como el citado, no hay opción distinta de la aquí postulada. Y esto sin necesidad de recordar que el grave deterioro del medio ambiente en todos sus aspectos ha transformado el problema de su conservación en un problema esencial, cuya solución es urgente e ineludible, pues muchos de sus aspectos afectan a la supervivencia, y otros, como el de la contaminación acústica a la salud y a la convivencia civilizada. Es notorio que se han elevado voces autorizadas procedentes del campo de la medicina denunciando cómo afecta al oído y al corazón el sometimiento continuado del individuo a un excesivo número de decibelios  (5) . Y lo único que hay que lamentar es que todavía haya poderes públicos que manifiesten una cierta pasividad en la adopción de medidas eficaces en defensa contra las múltiples agresiones al medio ambiente que se dan todos los días y en todas partes.»


Asimismo, son numerosos los Tribunales que tienen que enfrentarse al conflicto de intereses que subyace a las reclamaciones que les son planteadas.

En efecto, en tales reclamaciones suelen enfrentarse dos órdenes de pretensiones constitucionales diferentes, a saber, el derecho al descanso y al medio ambiente, derecho éste invocado por los vecinos que han de soportar los ruidos emanados de determinadas actividades, y el derecho al ejercicio de la libertad de empresa, normalmente invocado por los titulares de aquéllas (aunque este conflicto se plantea tanto en el ámbito público como privado).

Pues bien, ante esta tensión dialéctica entre los derechos constitucionales enfrentados, los Tribunales no dudan por decantarse a favor del derecho invocado por los vecinos.

Así, se puede citar la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Baleares de fecha 29 de julio de 1999, que, en contestación al argumento esgrimido por el Ayuntamiento que figura como parte demandada, en razón de declarar un barrio determinado como zona acústicamente contaminada, sin que dicha declaración fuera acompañada de las medidas previstas para dicha situación, escribe en su Fundamento de Derecho Cuarto lo siguiente:

«El Ayuntamiento (...) alega que debe conjugar el legítimo derecho al descanso de los vecinos con los legítimos intereses de los empresarios de los locales de ocio (...) si de la ponderación de intereses se trata, no debe olvidarse que las inmisiones acústicas molestas en el propio domicilio suponen una vulneración de los arts. 15 y 18.1 y 2 de la Constitución (...). Desde esta perspectiva de la prioridad del derecho a la intimidad e integridad física sobre los intereses económicos de los empresarios que se lucran con actividad que, directa o indirectamente, genera molestias a terceros, debe hacerse la ponderación de intereses o más propiamente la ponderación entre lo que es un derecho fundamental constitucionalmente protegido y lo que son unos intereses económicos.»


En resumidas cuentas, proponemos lo que nuestro Estado de Derecho ha dispuesto, entre otras cosas, al consagrar el principio de Autonomía Municipal: es decir, si los vecinos y las propiedades horizontales padecen problemas de inmisiones y éstas vienen reguladas en las Ordenanzas municipales, no hay excusa para no atenderles. Es decir, la Administración municipal tiene competencia en teoría para solucionar conflictos de esta índole entre particulares pero ni la ejerce ni parece suficiente.

En caso contrario, podríamos estar incluso en la línea de una prevaricación por omisión, de manera que el Ayuntamiento debe intervenir según la Ley para repeler el ruido de un particular y no existiendo excusas jurídicas válidas para no atenderle.

Pese a lo expuesto, llegamos a la conclusión de que la Administración es ineficaz en la lucha contra las inmisiones, ya que la práctica arraigada es no atender a los vecinos.

«El Derecho civil en materia de medio ambiente, ofrece, entre sus normas, aquellas que se dirigen fundamentalmente a la protección de la persona, tanto en su esfera personal como patrimonial. Son las disposiciones sobre relaciones de vecindad, responsabilidad civil, abuso del derecho, que se aplican en la defensa ante inmisiones, pero que, indirectamente favorecen también la protección del medio ambiente, pues casi todas las perturbaciones que se consideran inmisiones suelen afectar negativamente al entorno medioambiental»  (6) .


De lege data la Ley del Ruido no protege contra los ruidos vecinales que afloran al exterior, si bien si protegen las ordenanzas municipales que deberían aplicarse por los Ayuntamientos completando la protección del Derecho Civil. En el ámbito del Derecho Privado no basta con cumplir las medidas administrativas si se excede de una razonable tolerabilidad.
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	Ley del Ruido. (Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido) (BOE 18 de noviembre de 2003).
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Defensor del Pueblo, Informes, estudios y documentos. Contaminación acústica, Madrid, 2005. Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana (10/2004).

Contaminación acústica en las actividades de ocio, establecimientos con ambientación musical y prácticas de consumo en la vía pública, Alicante, octubre de 2004. Defensor del Pueblo Andaluz. Informe especial sobre contaminación acústica en Andalucía derivado de actividades recreativas y consumo de bebidas en las vías públicas. Sevilla, mayo 1996.
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Art. 2. Ámbito de aplicación.

1. Están sujetos a las prescripciones de esta Ley todos los emisores acústicos, ya sean de titularidad pública o privada, así como las edificaciones en su calidad de receptores acústicos.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta Ley los siguientes emisores acústicos:

a) Las actividades domésticas o los comportamientos de los vecinos, cuando la contaminación acústica producida por aquéllos se mantenga dentro de límites tolerables de conformidad con las ordenanzas municipales y los usos locales.

b) Las actividades militares, que se regirán por su legislación específica.

c) La actividad laboral, respecto de la contaminación acústica producida por ésta en el correspondiente lugar de trabajo, que se regirá por lo dispuesto en la legislación laboral.
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	DE ÁNGEL YÁGÜEZ, R., Una teoría del Derecho, Introducción al estudio del Derecho, 6.ª edición, Madrid, 1993. Es muy interesante el libro de ANDRÉS ALONSO, F., El tratamiento Administrativo de la Contaminación Acústica, 2.ª edición, Publicaciones de Valedor do Pobo, A Coruña, 2003.
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	(Nota del autor de la tesis: Por ejemplo, para el Derecho del Trabajo, el Real Decreto 286/2006, de 10 de marzo, sobre la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al ruido. Ni que decir tiene que en el mundo del trabajo se toman medidas correctoras y de protección. Uno está predispuesto. Cosa que no ocurre en la intimidad del hogar y en horas de descanso).
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	DÍAZ ROMERO, M., La protección jurídico civil de la propiedad frente a las inmisiones, Madrid, 2003, pág. 162.
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